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Legalidad Tributaria de la Tasa por prestación de Servicios Fúnebres en el municipio de 
San José de Cúcuta. los servicios fúnebres presentan cierta individualidad para todos los 
municipios, Aunque actualmente a  nivel  nacional  existe  incertidumbre en el manejo  de  
las  tasas  que  deben  pagarse  por  los  servicios  fúnebres,  el municipio  de San José de  
Cúcuta lo viene  realizando  desde  hace  varios años. La tasa por prestación de servicios 
fúnebres, la cual se ha  reglamentado en  los estatutos tributarios del municipio, por la 
corporación concejo de San José de Cúcuta, su aplicación y exigencia se ha venido dando 
como una contribución "impuesto"  y  no como tasa,  ya que se exige la obligatoriedad  en 
el pago por parte del sujeto pasivo, sin revertir contraprestación del servicio por parte del 
estado,  además de esto se considera Antitécnica por carecer de los elementos esenciales de 
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El proyecto titulado Legalidad tributaria de la tasa por servicios fúnebres, a nivel 
nacional, departamental y municipal, elaborado por Lady Rosalín Ramírez, del 
programa de derecho de la Universidad Libre Seccional Cúcuta, se desarrolló 
teniendo en cuenta una  metodología  de  carácter sociojurídica porque buscó dar 
una explicación normativa de la legalidad tributaria o no de la tasa en mención, 
también fue descriptivo porque se tiene en cuenta  los argumentos jurídico dados  
por el Concejo de San José de Cúcuta en su cobro y hermenéutico porque buscó 
dejar claro todo lo relacionado al objeto de estudio de la presente investigación. Para 
la creación de las tasas se presentan cierta libertad en materia tributaria, los cuales 
pueden ser adoptados en cumplimiento de los elementos constitutivos 
correspondientes acorde a una argumentación clara que contemple una nueva tasa 
para una determinada actividad que se preste. De acuerdo a ésta libertad controlada 
la Alcaldía de la ciudad de San José de Cúcuta optó realizar el Acuerdo 040 de 29 de 
diciembre del 2010, aprobado por el Concejo de la ciudad donde se dio una tasa 
para las tarifas por la prestación de servicios fúnebres y otros por parte del 
cementerio central, tales como Inhumación y/o Exhumación de restos  humanos que 
se  encuentran en tierra, con el fin de buscar los recursos necesarios para el 
embellecimiento, mantenimiento y restauración del mismo parque Central de la 
región fronteriza, pero ha venido dándose en el año 2012 – 2013 como una 
contribución y no como tasa, por eso la presente investigación buscó analizar de 
manera jurídica y por medio de los representantes de las diferentes funerarias 
existentes en la ciudad, si éste acuerdo es inconstitucional, lo cual puede detentar 
como finalidad el accionar del recurso de nulidad al artículo 220 del estatuto tributario 
adoptado por la administración municipal, en su aprobación y ejecución. Entre los 
resultados se analizaron numerosas leyes, decretos, acuerdos y sentencias 
relacionados con costos tributarios, donde se da cierta libertad para que se realice 





funerarias donde manifestaron sus criterios a favor, en contra y dudas que dejó el 
Acuerdo 040 de 2010 en su vigencia. 
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La presente investigación buscó analizar de manera sociojurídica la legalidad o no en 
materia tributaria sobre la tasa cobrada en la prestación de los servicios funerarios de 
Inhumación y/o Exhumación de restos  humanos y otros que se  encuentran en tierra 
por medio del Acuerdo 040 de 2010 en la ciudad de San José de Cúcuta, avalado 
por el Concejo de la ciudad, con el fin de recoger fondos para el embellecimiento, 
mantenimiento y restauración del Parque Central, sin que exista registro alguno que 
ésta misma tasa sea cobradas en otros municipios similares del departamento o del 
país. 
 
Por eso, la investigación se centró especialmente en analizar de manera 
jurídica aspectos normativos como fueron: numeral 4 del artículo 313 de la 
constitución política, la Ley 142 de 1937, Ley 29 de 1963, Ley 14 de 1983, Decreto 
Ley 1333 de 1986, Ley 44 de 1990, Ley 136 de 1994, el Decreto 1339 de 1994, 
artículo 66 de la Ley 383 de 1997, artículo 59 de la Ley 788 de 2002, Ley 863 del 
2003, Ley 1066 de 2006, Decreto1469 de 2010, con el fin de especificar si la tasa 
cobrada en los años 2012 – 2013 es inconstitucional.  
 
También se entrevistaron a los representantes de las diferentes funerarias 
existentes en la ciudad, con el fin de conocer su punto de vista a favor, o en contra 
de la tasa cobrada en el Acuerdo 040 de 2010 en el municipio de San José de 
Cúcuta. 
 
Por último se realizó un pequeño manual de servicios funerarios donde se 
explica cada uno de ellos, especialmente aquellos que todavía no existen en la 
ciudad, pero que existen en países desarrollados.  
 
Se concluye, que el Acuerdo 040 de 2010 si tiene algunas evidencias de 





detallado de los recursos que consiguieron y como fueron dados al Cementerio 








































Legalidad tributaria de la tasa por servicios fúnebres en el municipio de San José de 
Cúcuta en los años 2012 - 2013 
 
 
Planteamiento  del  problema 
 
Los servicios funerarios en la República de Colombia presentan una individualidad 
para todos los municipios, incluyendo al Distrito Capital, dado esto los alcaldes 
presentan cierta autonomía para ejercer determinados tributos, los cuales son 
decretados por acuerdos municipales donde se estipula ciertos pagos que pueden 
ser constitucionales e inconstitucionales acorde a la argumentación normativa que se 
dé en cada caso.  
 
Aunque en la República de Colombia existen algunos impuestos de carácter 
individual para los parques cementerios, donde se argumenta que dichos recursos 
son destinados especialmente para hacerle mantenimiento o adecuaciones  a los 
considerados  públicos de esa localidad municipal.  
 
Por  medio  del  Acuerdo 040 de 29 de diciembre de 2010 y 010 de 2 de marzo 
de 2012, aprobado por  la Corporación Concejo municipal  de  San José  de  Cúcuta, 
acorde  al marco  jurídico dadas por el “numeral 4 del artículo 313 de la constitución 
política, la Ley 142 de 1937, Ley 29 de 1963, Ley 14 de 1983, Decreto Ley 1333 de 
1986, Ley 44 de 1990, Ley 136 de 1994, el Decreto 1339 de 1994, artículo 66 de la 
Ley 383 de 1997, artículo 59 de la Ley 788 de 2002, Ley 863 del 2003, Ley 1066 de 






En el artículo 220 del Estatuto Tributario del municipio de  San José  de  Cúcuta 
estipula todo lo  relacionado a las  tarifas en la prestación  de  servicios  fúnebres en 
el Cementerio Central del Municipio de San José de Cúcuta y  del cual  se  toma  
indirectamente  para  los  demás  parques  cementerios  de  ésta región  fronteriza en 
lo que  tiene  que  ver con:  
 
Inhumación y/o Exhumación de restos  humanos que se  encuentran  en tierra, 
utilización del anfiteatro, la  utilización del parque  cementerio, traslados de 
cadáveres realizados por las funerarias a cementerios de la ciudad y otros 
municipios, el servicio fúnebre  integral  hasta llegar  a  la bóveda en particular. En 
esta tasa  se  cobra desde 1.5 a 3.5 salarios mínimos legales diarios acorde  a la  
vigencia  del  presente  Estatuto  Tributario, lo recaudado será destinado al 
embellecimiento, mantenimiento y restauración del cementerio central.  Aunque  en 
la  ciudad  se  dice  que  son  controlados  por la Secretaría de Hacienda, en conjunto 
con la Secretaría de Convivencia Ciudadana.   
 
Aunque actualmente a  nivel  nacional  existe  incertidumbre en el manejo  de  
las  tasas  que  deben  pagarse  por  los  servicios  fúnebres,  aun  el municipio  de 
San José de  Cúcuta lo viene  realizando  desde  hace  varios años. La tasa por 
prestación de servicios fúnebres, la cual se ha  reglamentado en  los estatutos 
tributarios del municipio, por la corporación concejo de San José de Cúcuta, su 
aplicación se ha venido dando como una contribución  y  no como tasa,  ya que se 
exige la obligatoriedad de pago sin revertir contraprestación del servicio,  como lo es 
el caso del cobro de la tasa solo por realizar la prestación del servicio del recorrido 
del cadáver desde la funeraria al cementerio (independiente del cementerio que sea). 
 
De continuar con ésta problemática el municipio estaría contribuyendo al 
perjuicio de los conciudadanos, puesto que aunque la tasa por servicios fúnebres 
goza de presunción de legalidad al estar acogido dentro del acuerdo municipal, el 





recaudo de la tasa por servicios fúnebres genera un detrimento patrimonial a los 
usuarios de los servicios funerarios y su desconocimiento en el pago de esta 
prestación. 
 
Para contrarrestar esta situación, se propone realizar un estudio relacionado 
con la legalidad tributaria de la tasa por servicios fúnebres en el municipio de San 
José de Cúcuta en los años 2012 – 2013 
 
 
Formulación del  problema 
 
¿Cuál es  la legalidad tributaria de la tasa por servicios fúnebres en el municipio de 
San José de Cúcuta en los años 2012 – 2013? 
 
 
Sistematización  del  problema 
 
         ¿Qué  aspectos se  debe demostrar que la tasa tributaria es  de  aspecto 
inconstitucional?  
     
¿Cómo  se  debe reconocer que la tasa por servicios fúnebres adolece de  




En el Estado colombiano los parques cementerios que se consideran privados han 
establecidos sus servicios acorde a las necesidades de sus clientes o de acuerdo al 
estrato al que pertenece, de igual manera se sabe que algunos municipios de 
manera individual cuentan con acuerdos normativos donde se cobra una clase de 
impuestos que es materia de análisis en la presente investigación como es el caso 






Actualmente existe total desconocimiento de la existencia de la tasa por 
servicios fúnebres por parte de la comunidad, desde su creación, su aplicación,  la 
finalidad de su creación y exigencia, ya que su cobro se ejecuta por parte del 
prestador de servicio sin distinción en el cobro y si este realmente está clasificado 
entre los cuales se le aplicará la tarifa, por tal razón es de vital importancia analizar a 
profundidad dicha tasa desde su creación, ejecución y finalidad. Viéndolo desde el 
ámbito constitucional se consideraría inhumano el cobro de esta clase de 
contribución por el municipio al doliente o familiar del causante. 
 
De   acuerdo a pronunciamiento  de  la  Corte,  donde  manifiesta  que el 
principio de legalidad tributaria  en lo  relacionado  con  los  servicios  fúnebres, 
tampoco hay  claridad  en la  elaboración  de la norma tributaria en éste  aspecto. Por 
lo tanto, la exigencia del respeto al principio de legalidad, por parte del poder público, 
implica que el legislador tributario, a través de las disposiciones fiscales, elimine la 
arbitrariedad en el cobro de impuestos inexistentes o habilite a la administración 




             Objetivos 
 
 
Objetivo  general 
 
Analizar la legalidad tributaria de la tasa por servicios fúnebres en el municipio de 











Probar que la creación de la tasa es inconstitucional dado que en su creación carece  
de los elementos esenciales de la obligación tributaria  
 
Reconocer que la tasa por servicios fúnebres adolece de  técnica en su 
creación, aplicación, pago y exigencia. 
 
Identificar la destinación de los recursos de la presente contribución, si existe 












Malaret García, María Antonia. Análisis del entorno competitivo del sector funerario 
español y de los esfuerzos de liberalización. Observatorio de Política de la 
Competencia Instituto de Empresa. Madrid. 2008. Resumen: El presente estudio 
analiza la situación competitiva del sector funerario español, prestando especial 
atención al proceso de liberalización al que fue sometido en el año 2005 y que ha 
recibido un impulso pretendidamente dinamizador en noviembre de 2007 mediante la 
aprobación de nuevas normas reguladoras tributaria de este sector de actividad. Tras 
una primera sección introductoria en que se describe la estructura y situación 
competitiva básica de los mercados a analizar dentro del sector funerario, incluyendo 
los mercados vecinos del seguro de decesos y de los servicios sanitarios y 
geriátricos, el resto del estudio se divide en cuatro secciones adicionales, referidas a 
la regulación pública de este sector, el proceso de liberalización y subsiguiente 
dinamización al que se ha visto sometido, a los fallos de mercado que se producen 
por la interacción entre empresas funerarias, compañías aseguradoras, hospitales y 
residencias geriátricas  y, finalmente, a las posibles soluciones regulatorias y de 
política de la competencia que pueden aliviar los efectos de dichos fallos de 
mercado.  
 
Idrovo Vásquez, Vannia Yerugza  y  Orozco Vásquez, Vanessa Aída. Estudio 
de pre factibilidad para la creación de salas de velaciones y servicios fúnebres. 
Cumpliendo con los requisitos legales y tributario. Universidad Estatal de Milagro,  
Unidad Académica de Ciencias Administrativas, Comercial y Tributaria. Ecuador. 
2013.  Estudio investigativo empleará técnicas de investigación que nos ayudarán a 
recabar la información requerida en materia legal y tributaria, entre ellas, se tiene la 





respuestas a interrogantes claves que identifiquen las diferentes necesidades de la 
población y la entrevista está dirigida a los dueños de las funerarias existentes, para 
verificar de manera particularizada la información recopilada y al mismo tiempo 
analizar la competencia. Esta nueva empresa estará enfocada principalmente en la 
satisfacción de sus clientes, teniendo en claro cuáles son los objetivos específicos de 
esta clase de negocios, por ende solo se dedicará a esta actividad, brindando un 
nuevo estándar para la prestación de servicios funerarios por la sobriedad y calidad 
de sus instalaciones e implementado la venta de estos servicios con antelación a la 
muerte y no solo en el momento del deceso, infundiendo así la importancia de 
adquirir los servicios fúnebres sin pensar en la muerte, sino en la tranquilidad de sus 
familiares, ofreciendo una variedad de paquetes que cubran cada una de las 
necesidades de los deudos, aprovechando que existe un mercado atractivo y no se 
ve reducido solo a la tasa de mortalidad. 
 
Alegría Velásquez, Silvana del Mar. Metodología para la implementación del 
servicio nacional de protección y previsión exequial con equidad social. SENPREX- 
COLOMBIA. 2008. El presente artículo describe la Tesis que propone establecer el 
servicio nacional de protección y previsión exequial con equidad social – SENPREX 
COLOMBIA, implementando un sistema único de protección exequial en todo el país, 
administrado por el estado colombiano, en vista de que la inmensa variedad de 
programas funerarios que hoy se ofrecen y saturan el mercado Colombiano, son 
discriminatorios y vulneran el Derecho Fundamental a la Igualdad de las personas, 
consignado en el Articulo 13 de la Constitución Política de Colombia de 1.991. El 
Servicio exequial Pre pagado, como se desarrolla actualmente, ha dado la 
oportunidad para que muchas Empresas que no ejercen la actividad Funeraria, se 
dediquen a la captación de dineros del público, para luego comprar un Servicio 
Funerario Barato al ocurrir la muerte de un afiliado, y los costos se manejan en 
valores irregulares y no con una unidad de corrección como lo es el Salario Mínimo 










Los  servicios  funerarios 
 
En  Colombia,  actualmente las empresas funerarias son organizaciones  dedicadas  
especialmente en atender las necesidades asociadas con la muerte del ser humano 
y  todo  lo  relacionado con  su servicio  como  es: venta de ataúdes, traslado y 
arreglo de fallecidos, velación, exequias, inhumación y/o cremación,  en los  cuales  
siguen las costumbres americanas,  acopladas  y  adaptadas  de  manera  legal  y  
ambiental  para  éste  fin las  24  horas  del día  y  los 365  días  del año. 
 
Los servicios funerarios, que se  desarrollaron  con la  revolución  industrial 
como empresas netamente familiares y organizaciones que se encargaban 
meramente de vender el cofre, ofrecer un lote de terreno o una bóveda en un 
cementerio para el destino final del fallecido, hoy revelan un sector dinámico y de 
gran crecimiento. 
 
Actualmente en los servicios funerarios, se incluyen otros servicios indirectos, 
como es la previsión, asesoría jurídica y religiosa, orientación psicológica durante el 
proceso de muerte y duelo, entre otras posibilidades. De ésta manera se  ha  creado  
una nueva filosofía de asesoría y logística integral hacen que queden atrás los 
esquemas tradicionales, redundando en el fortalecimiento de áreas de la empresa 
que se interrelacionan, como son la administrativa y comercial, las cuales sirven de 
apoyo al área de servicios. Esta última realiza dentro de sus variadas actividades la 
preparación del fallecido, con técnicas tanatoprácticas que tienen como fin dar una 
apariencia natural y que mengüe en parte el dolor de la familia. 
 
La misma dinámica del sector para  ser  más  competitivo obligó a crear salas 
de velación y parques cementerios clasificados por categorías, según la capacidad 





velar al fallecido en las salas de las casas, puesto que se  han creado mucho  
misterios  comerciales y  de supersticiones,  haciendo  pasar éste  servicio  a lugares 
cómodos, adaptable  a las  condiciones  actuales   del servicio  exequial  digno  de  
las  personas  que  queda con la  responsabilidad  o  en  vida,  acorde  a las  
condiciones  que  del  fallecido se  haya  pactado  con  la  empresa  funeraria. 
 
De otro lado, el sector funerario en Colombia demuestra estar a la vanguardia a 
nivel latinoamericano tanto en la prestación de servicios exequiales, 
acompañamiento o cortejo fúnebre, como en la realización de técnicas de 
preservación de cuerpos.  
 
Según FENALCO (2013; 19) En Colombia las empresas funerarias y los 
parques cementerios se convirtieron en una de las actividades económicas de mayor 
desarrollo, con un crecimiento del 20 por ciento en los últimos dos años. En la 
actualidad todos los municipios del país, además de 190 veredas de los rincones 
más apartados, cuentan con sistemas funerarios para atender una demanda anual 
de 210 mil servicios.  
 
De acuerdo al periódico El Tiempo  (2010, 7 A) realiza dentro de sus variadas 
actividades que realiza esta la preparación del difunto, con técnicas reconocidas en  
tanatoprácticas que tienen como fin dar una apariencia natural y que minimice en 
parte el dolor de la familia. 
 
 
Principios  constitucionales  en  materia  tributaria  en Colombia. 
  
Los principios constitucionales en materia tributaria a nivel nacional constituyen una 
garantía obligatoria de equidad general para el financiamiento y gastos que realiza el 







Principio de legalidad  
 
El tema de  legalidad  en lo  relacionado con  los impuestos o contribuciones fiscales, 
no se tiene un concepto claro, ecuánime  en su accionar, aunque  su papel y  
funcionamiento, siempre debe estar regido por aspectos normativos de orden 
nacional, departamental o municipal.  
 
Según  Arango Mejía (2008; 56):  Es un ingreso obtenido en proporción a la 
capacidad contributiva de todos los que se hallan sometidos a la soberanía fiscal del 
Estado y dirigido a cubrir el coste de los servicios públicos, cuyo consumo es 
indivisible”. Giannini define el impuesto “como prestación pecuniaria que un ente 
público tiene derecho a exigir en virtud de su potestad de imperio, originaria o 
derivada, en los casos, en la medida y según los modos establecidos en la Ley, con 
el fin de conseguir un ingreso. 
 
 
Principio de generalidad 
 
Este  principio  está relacionado con el carácter obligatorio  en relación  a los 
asociados o contribuyentes de un Estado a contribuir, acorde  a lo  estipulados  por 
las  normas legales  en  materia  tributaria. Un antecedente claro es  el del  Lic. 
Germán Escobar Ramírez, los antecedentes datan: El principio de generalidad tiene 
su antecedente histórico el artículo 13 de la Declaración de los Derechos del Hombre 
y del Ciudadano de Francia de 1789 que prescribe: para el mantenimiento de la 
fuerza pública y para los gastos de la administración, es indispensable una 
contribución común; ésta debe ser repartida por igual entre todos los ciudadanos en 
razón de sus posibilidades. 
 
De  ahí  que se  puede  manifestar  que los tributos se imponían a los débiles en 
la época  de  la  Revolución Francesa, aunque  fue  rechazada  por los juristas  de  






Principio de no confiscatoriedad 
 
La  Constitución  Política  de 1991 garantiza  de  manera  integral  todo lo  
relacionado  con  la propiedad privada, su uso y su disposición, aunque  si  existe  
recarga en materia  tributaria,  tendrá  que  agilizar  procedimiento con el afectado, 
de lo  contrario  se puede  tomar  medidas  de  confiscar  ese  bien  inmueble  en  
mención. 
 
Se observa claramente  en la  Constitución  Política de 1991, en materia  de 
transformación del Estado,  que se  introdujeron cambios en relación con la 
estructura del Estado que imperaba desde la Constitución de 1886,  especial  en la  
conformación  estructural establecida como república unitaria, centralista, con 
primacía del Estado de Derecho, pasó a ser un Estado social de derecho, organizado 
en forma de república unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entes 
territoriales, entre otras características, fundada en la solidaridad de las personas 
que la integran y en la prevalencia del interés general.  
 
El artículo 338, de la Constitución  Política de  Colombia (1991)  es considerado 
como la norma fuente de legalidad de los impuestos. Es  decir, se trata de una de las 
disposiciones de mayor relevancia que acogió la Asamblea Nacional Constituyente, 
pues resulta claro que quien ejerce el poder impositivo en nuestro medio es el 
Estado, a través del Congreso, las asambleas departamentales y concejos distritales 
y municipales. Se indica además, claramente, que la ley, las ordenanzas y los 
acuerdos deben fijar directamente los sujetos activos y pasivos, los hechos y las 
bases gravables y las tarifas de los impuestos, esto es, los denominados elementos 
de la obligación tributaria. Se dispone, igualmente, en qué circunstancias se puede 
delegar a las autoridades para que fijen la tarifa de las tasas y contribuciones que 
puedan cobrar a los contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios 





hacer su reparto, los cuales deben ser fijados por la ley, las ordenanza o los 
acuerdos. 
 
Aunque el artículo 287 de la  Constitución Política  de 1991, argumenta  de  
manera  literal  que corresponde a la organización territorial, el manejo  autónomo  
para la gestión de sus intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la ley, no 
obstante se diga igualmente que dentro de sus derechos pueden  3.Administrar los 
recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 
 
En C-035/0953, la Honorable Corte Constitucional, sobre la autonomía de los 
entes territoriales adujo: Refiriéndose de manera particular a la autonomía de 
las entidades territoriales en materia tributaria, y más concretamente a la 
potestad que la Constitución les reconoce para la imposición de gravámenes, 
la jurisprudencia ha hecho ver que aunque de la lectura del artículo 338 
superior parecería deducirse una total autonomía impositiva de los 
departamentos y municipios, sin embargo ello no es así, pues dicha 
disposición debe interpretarse en íntima relación con el artículo 287-3 de la 
Carta, conforme al cual tal autonomía impositiva se encuentra subordinada 
tanto a la Constitución como a la ley. De lo anterior ha concluido la Corte que 
para efectos de establecer un impuesto municipal se requiere siempre de una 
ley previa que autorice su creación, y que sólo cuando se ha creado 
legalmente el impuesto, los municipios adquieren el derecho a administrarlo, 
manejarlo y utilizarlo. Asimismo, la jurisprudencia ha admitido que los 
elementos de la obligación tributaria sean determinados por las asambleas 
departamentales y los concejos distritales y municipales, pero dentro de unos 
parámetros mínimos que deben ser señalados por el legislador. Estos 
parámetros mínimos son dos: (I) la autorización del gravamen por el legislador, 
y (III) la delimitación del hecho gravado con el mismo. 
 
Artículo 313 de la  Constitución  Política  de 1991. Competencia de los 





para legislar en la materia, pues no debe olvidarse que de todas maneras existen 
impuestos o contribuciones que son del resorte de los departamentos o de los 
municipios, en cuyo caso de todas maneras el legislador les indicará los parámetros 
necesarios para que los entes territoriales los puedan establecer según sus 
necesidades o prioridades que deban atender. 
 
        En relación con el numeral 9° del artículo 95 de la Carta, esta Corporación en 
Sentencia C-741/99 M. P. Dr. Fabio Morón Díaz, sostuvo lo siguiente: 
 
(...) El artículo 95 de la Constitución Política, que contiene los deberes de la 
persona y el ciudadano, establece como uno de ellos el consagrado en su 
numeral 9, que les impone, a título de obligación, la de contribuir al 
financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro de conceptos de 
justicia y equidad. Es decir, que esa norma superior consagra el principio de 
reciprocidad que en el Estado social de derecho rige las relaciones que surgen 
entre los individuos y el Estado y entre éstos y la sociedad, principio sobre el 
cual ha dicho esta Corporación: “En la base de los deberes sociales se 
encuentra el principio de reciprocidad (C.N. art. 95).  
 
La Constitución reconoce a la persona y ciudadano derecho y libertades, pero, 
al mismo tiempo, le impone obligaciones. “Los beneficios que representa para el 
individuo las relaciones conmutativas de la vida en sociedad deben ser 
compensados por éste a fin de mejorar las condiciones materiales y espirituales 
de la convivencia social y ampliar permanentemente el número de miembros de 
la comunidad capaces de gozar de una existencia digna (C.N. Preámbulo, arts. 
1, 95, 58, y 333). En una sociedad pobre, la justicia distributiva no puede ser 
solamente cometida del Estado sino actitud y praxis de todos, mayormente de 
los mejor dotados. “La filosofía moral que subyace al ordenamiento jurídica 
emerge con fuerza normativa vinculante cuando la Constitución faculta a las 
autoridades para exigir del individuo la superación de su egoísmo, mediante el 





532 de 1992, M.P. Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz). 
 
Para hacer efectiva esa obligación, la de contribuir al financiamiento de los 
gastos e inversiones del Estado, y propiciar la realización del principio de 
reciprocidad, la misma Carta Política, a través de lo dispuesto en el numeral 12 
del artículo 150 y en el artículo 338, le atribuyó al legislador la función de 
establecer contribuciones fiscales y, excepcionalmente contribuciones 
parafiscales en los casos y bajo las condiciones que establezca la ley, a través 
de la cuales capta los recursos con los que atiende las múltiples funciones 
inherentes a su responsabilidad de realizar efectivamente los derechos y 




Legalidad  de los impuestos   
 
De  acuerdo  a  la  Constitución  Política  de 1991, enfocado  en el artículo 338, el 
cual está  relacionado  con la norma fuente de legalidad de los impuestos. Al mismo  
tiempo presenta  facultades  especiales dada  en  sus  inicios por la Asamblea 
Nacional Constituyente, para ejercer el poder impositivo en nuestro medio es el 
Estado, a través del Congreso, las asambleas departamentales y concejos distritales 
y municipales.  
 
Cabe  destacar,  que  libera  o  da  autonomía  a las ordenanzas y los acuerdos 
para  que  fijen directamente los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases 
gravables y las tarifas de los impuestos, esto es, los denominados elementos de la 
obligación tributaria. Se dispone, igualmente, en qué circunstancias se puede delegar 
a las autoridades para que fijen la tarifa de las tasas y contribuciones que puedan 
cobrar a los contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios que les 
presten o participación en los beneficios que les proporcionen y la forma de hacer su 





     
Aunque  en  años  anteriores  el sistema tributario vigente no daba ninguna 
seguridad jurídica porque en cualquier momento se daban  reformas tributarias 
acorde  al legislativo de  turno,  y  empezaba a regir dentro de  su mandato; por  eso 
actualmente se establece constitucionalmente  todo lo  relacionado a  ésta  iniciativa. 
 
A grandes rasgos se observa la importancia de esta norma, pues no cabe duda 
que regulen diversos aspectos, los cuales por ningún motivo se pueden pasar sin 
que se haga algún comentario así sea de manera generalizada. 
 
Aunque el artículo 313 de la  Constitución  Política de 1991, que se refiere de  
manera  clara a la competencia que tienen los concejos como corporación 
administrativa que son, establece en el Numeral 4 que pueden “Votar de conformidad 
con la Constitución y la ley los tributos y los gastos locales”. Por  eso, para este 
sector el cual  se  encuentra conformado los entes territoriales que corren con la 
misma directrices que las asambleas departamentales,  en  cuanto a autonomía 
propiamente  se  refiere  para decretar o crear tributos, quedando supeditados a los 
parámetros que determine en todo caso el Congreso de la República, como única 
autoridad facultada para legislar en la materia, pues no debe olvidarse que de todas 
maneras existen impuestos o contribuciones que son del resorte de los 
departamentos o de los municipios, en cuyo caso de todas maneras el legislador les 
indicará los parámetros necesarios para que los entes territoriales los puedan 
establecer según sus necesidades o prioridades que deban atender. 
 
Todo  éste  argumento  antes  mencionado  se  da conforme  al marco  jurídico  
del artículo 338 de la Constitución Política, al mismo tiempo se deben utilizar por 
parte del organismo estatal competente de  manera  regulada, acorde  a las  
facultades  del legislativo, para que expida leyes con vigencia transitoria capaces de 








Bases  legales 
 
 
Constitución Política de 1991 
 




Ley 9 de 1979. 
Por la cual se dictan Medidas Sanitarias. 
 
La cual considera en los artículos 515 y 516 reglamentando la expedición y 
diligenciamiento del certificado de defunciones, control en el traslado de cadáveres, 
inhumación, exhumación, trasplante  y control de especímenes, control a cualquier  




Ley 795 de 2003. 
 
Por la cual se ajustan algunas normas del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero 
y se dictan otras disposiciones. 
 
En el artículo 111 determinó que no constituye actividad aseguradora que las 
funerarias vendan previsión exequial, pues a cambio de mantener al día mediante el 
pago de una cuota, la(s) persona(s) afiliada(s) al programa puede(n) acceder cuando 
lo necesite(n) al servicio fúnebre solamente en especie. Igualmente describió en qué 






Posteriormente esta Ley fue demandada por representantes de las 
aseguradoras, sin embargo la Corte Constitucional, mediante sentencia C-940-03, 
del 15 de octubre de 2003, la declaró exequible. Por lo tanto se determinó la política 
de diferenciación de los servicios prestados por una aseguradora y los servicios 
prestados por una empresa funeraria. Sin ser en el caso de las aseguradoras una 
vez prohibido el ofrecimiento de auxilios funerarios, desaparecen los seguros 
funerarios y se establecen los servicios exequiales familiares en previsión y 
prenecesidad, por un lado, y los auxilios funerarios para empleados y pensionados, 
por el otro. Los primeros son prestados por las funerarias del país debidamente 
constituidas y los segundos son ofrecidos por las administradoras de riesgos 
profesionales y los fondos de pensiones. 
 
 
Ley 1328 de 2009. 
 
Por la cual se dictan normas en materia financiera, de seguros, del mercado de 
valores y otras disposiciones, ley que fue conocida por la opinión pública como la 
reforma financiera. 
 
Con la promulgación de la Ley 1328 de 2009 se aclara que los servicios exequiales 
podrán ser prestados directamente y en especie por parte de las entidades 
cooperativas o mutuales, las entidades sin ánimo de lucro y las sociedades 
comerciales. De otro lado, y es el hecho que más afectó el esquema actual para el 
sector cooperativo, el artículo 86 de la Ley 1328 exceptúa de la prestación directa de 
los servicios funerarios a las empresas aseguradoras, aclarando que las que 
exploten el seguro exequial o cualquiera otro con modalidad de cubrimiento para 
gastos funerarios, deberán indemnizar únicamente en dinero, indicando además que 
la indemnización en dinero será a favor del tomador o sus beneficiarios, 
comprobando el pago del monto del servicio funerario asegurado. El comprobante de 
pago será suministrado por entidades legalmente constituidas para prestar servicios 





Decreto 3466 de 1982. 
Estatuto de Protección al Consumidor. 
 
Hace que los proveedores de bienes y servicios cumplan a los consumidores por la 
calidad e idoneidad de los productos o servicios que proveen o expenden. Además 
ejerce control sobre aspectos como: control de precios, garantías, legalidad de las 
empresas, protección al consumidor, responsabilidad de empresas en quiebra, 
preservación y custodia de bienes 
 
 
Decreto 391 del 3 de julio de 1991. 
Por el cual se reglamenta el trámite y la inscripción de la licencia sanitaria de 
funcionamiento de las funerarias. 
 
Artículo 5º.- Una vez recibida la solicitud de expedición de Licencia Sanitaria de 
Funcionamiento, la Dirección de Vigilancia y Control procederá a estudiar la 
documentación y en caso de requerirse información complementaria ésta será 
solicitada al peticionario por medio de auto que deberá ser notificado personalmente 
conforme lo dispone el Código Contencioso Administrativo. 
 
Artículo 22º.- Las funerarias o agencias mortuorias para efectos de evitar 
cualquier tipo de contagio tanto de sus empleados, como del público que a sus 
establecimientos ingresa, deberá considerar a todos los cadáveres como factor de 
riesgo epidemiológico hasta cuando clínica o médicamente no se encuentre lo 
contrario y por tal razón al manipular, arreglar o velar. 
 
 
Decreto 367 de 1995. 
Por el cual se adopta el reglamento para la concesión de la administración, 







5.2 Administración, operación y mantenimiento de los cementerios. Para la 
administración, operación y mantenimiento de los cementerios y para el cumplimiento 
de lo dispuesto en el presente Reglamento, el Concesionario fijará la estructura 
orgánica, establecerá la planta de personal y expedirá el manual de funciones para el 
personal a su cargo. 
 
Sentencia C-465 de 1993 
 
La corte constitucional  expuso lo siguiente sobre las tasas: Son aquellos ingresos 
tributarios que se establecen unilateralmente por el Estado, pero sólo se hacen 
exigibles en el caso de que el particular decida utilizar el servicio público 
correspondiente. Es decir, se trata de una recuperación total o parcial de los costos 
que genera la prestación de un servicio público; se autofinancia ese servicio 




Sentencia C-040 de 1993. 
 
Expresó lo siguiente respecto a las tasas: En Hacienda Pública, la tasa a un 
gravamen cumple con las siguientes características: El Estado cobra un precio por 
un bien o servicio ofrecido. El precio pagado por el ciudadano al Estado guarda 
relación directa con los beneficios derivados del bien o servicio ofrecido. El particular 
tiene la opción de adquirir o no el bien o servicio. El precio cubre los gastos de 
funcionamiento y las previsiones para amortización y crecimiento de la inversión. 
Ocasionalmente, caben criterios distributivos (ejemplo: tarifas diferenciales). Ejemplo 








Sentencia C-369 de 2000 
 
Corte constitucional.  "…el principio de legalidad tributaria, comporta que no puede 
haber impuesto sin ley que lo establezca, vale decir, que el Congreso, en ejercicio de 
sus competencias, al elaborar la norma tributaria, está en la obligación de determinar 
con claridad los elementos de la relación tributaria, esto es, los sujetos, los hechos 
generadores, las bases gravables y las tarifas. Por lo tanto, la exigencia del respeto 
al principio de legalidad, por parte del poder público, implica que el legislador 
tributario, a través de las disposiciones fiscales, elimine la arbitrariedad en el cobro 
de impuestos inexistentes o habilite a la administración tributaria para su recaudo." 
 
 
Acuerdo 040 de 29 de diciembre de 2010 
 
Aprobado por  el Concejo  de la  ciudad  de  San José  de  Cúcuta, acorde  al marco  
jurídico dadas por el “numeral 4 del artículo 313 de la constitución política, la Ley 142 
de 1937, Ley 29 de 1963, Ley 14 de 1983, Decreto Ley 1333 de 1986, Ley 44 de 
1990, Ley 136 de 1994, el Decreto 1339 de 1994, artículo 66 de la Ley 383 de 1997, 
artículo 59 de la Ley 788 de 2002, Ley 863 del 2003, Ley 1066 de 2006, Decreto1469 
de 2010 y demás normas tributarias vigentes” (p. 1), 
 
En el artículo 220 del Estatuto Tributario del municipio de  San José  de  Cúcuta 
estipula todo lo  relacionado a las  tarifas en la prestación  de  servicios  fúnebres en 
el Cementerio Central del Municipio de San José de Cúcuta y  del cual  se  toma  
indirectamente  para  los  demás  parques  cementerios  de  ésta región  fronteriza en 
lo que  tiene  que  ver con:  
 
Inhumación y/o Exhumación de restos  humanos que se  encuentran  en tierra, 
utilización del anfiteatro, la  utilización del parque  cementerio, traslados de 
cadáveres realizados por las funerarias a cementerios de la ciudad y otros 





esta tasa  se  cobra desde 1.5 a 3.5 salarios mínimos legales diarios acorde  a la  
vigencia  del  presente  Estatuto  Tributario, lo recaudado será destinado al 
embellecimiento, mantenimiento y restauración del cementerio central.  Aunque  en 
la  ciudad  se  dice  que  son  controlados  por la Secretaría de Hacienda, en conjunto 
con la Secretaría de Convivencia Ciudadana.   
 
Aunque actualmente a  nivel  nacional  existe  incertidumbre en el manejo  de  
las  tasas  que  deben  pagarse  por  los  servicios  fúnebres,  aun  el municipio  de 
San José de  Cúcuta lo viene  realizando  desde  hace  varios años. La tasa por 
prestación de servicios fúnebres, la cual se ha  reglamentado en  los estatutos 
tributarios del municipio, por la corporación concejo de San José de Cúcuta, su 
aplicación se ha venido dando como una contribución  y  no como tasa,  ya que se 
exige la obligatoriedad de pago sin revertir contraprestación del servicio,  como lo es 
el caso del cobro de la tasa solo por realizar la prestación del servicio del recorrido 
del cadáver desde la funeraria al cementerio (independiente del cementerio que sea). 
Para entender un poco más de lo que se trata la tasa y los elementos esenciales 






Las  tasas  son  contribuciones  económicas  que hacen  los  usuarios  de  un  
servicio  prestado  por  el  estado.  La  tasa  no  es  un  impuesto,  sino  el  pago  que  
una  persona  realiza  por  la  utilización  de  un servicio,  por  tanto,  si  el  servicio  
no  es  utilizado,  no  existe  la  obligación  de pagarlo. 
 
La  tasa,  es  pues  la  contraprestación  que  una  persona  paga  por  el  
derecho  a  la  utilización  de  un  servicio,  pago  que  es  voluntario,  supeditado  






Sentencia  C-465  de  1993 
 
La  corte  constitucional, en sentencia C-465 de 1993  expuso  lo  siguiente sobre  las  
tasas:  
Son  aquellos  ingresos  tributarios  que  se  establecen  unilateralmente  por  el 
Estado,  pero  sólo  se  hacen  exigibles  en  el  caso  de  que  el  particular  decida  
utilizar  el  servicio  público  correspondiente.  Es  decir,  se  trata  de  una 
recuperación  total  o  parcial  de  los  costos  que  genera  la  prestación  de  un 
servicio público; se autofinancia ese servicio mediante una remuneración que se 
paga a la entidad administrativa que lo presta. 
 
Toda tasa implica una erogación al contribuyente decretada por el Estado por 
un motivo claro, que, para el caso, es el principio de razón suficiente: Por la 
prestación de un servicio público específico. El fin que persigue la tasa es la 
financiación del servicio público que se presta. 
 
La tasa es una retribución equitativa por un gasto público que el Estado trata de 
compensar en un valor igual o inferior, exigido de quienes, independientemente de su 
iniciativa, dan origen a él (…) 
 
A su vez, la misma corte en sentencia C-040 de 1993, expresó lo siguiente 
sobre las tasas: 
 
    Como es bien sabido, en hacienda pública se denomina tasa a un gravamen que 
cumpla con las siguientes características: 
 
- El Estado cobra un precio por un bien o servicio ofrecido. 
 
- El precio pagado por el ciudadano al Estado guarda relación directa con los 






- El particular tiene la opción de adquirir o no el bien o servicio. 
 
- El precio cubre los gastos de funcionamiento y las previsiones para 
amortización y crecimiento de la inversión. 
 
- Ocasionalmente, caben criterios distributivos (ejemplo: tarifas diferenciales). 
 
- Ejemplo típico: los precios de los servicios públicos urbanos (energía, aseo, 
acueducto). 
 
Los elementos esenciales de la obligación tributaria de acuerdo con la 
legislación son: 
     
Sujeto activo. Es aquel a quien la ley faculta para percibir los tributos  
 
Sujeto pasivo. Se  trata  de  las  personas  naturales  o  jurídicas  obligadas  al  
pago  de  los tributos  siempre  que  se  realice  el  hecho  generador  de  esta  
obligación tributaria sustancial (pagar el impuesto).  
 
Los sujetos pasivos cumplen sus obligaciones en forma personal o por 
intermedio de sus representantes legales. 
 
Hecho generador. Se trata de la manifestación externa del hecho imponible. 
Supone que al realizarse un ingreso se va a producir o se produjo una venta; que al 
venderse, importarse o exportarse un bien se va a producir un consumo; que al 
registrarse un acto notarial se va a dar un cambio de activos. 
 







Este acto es el hecho generador definido por el Modelo de Código tributario 
para América Latina (Art. 37) en la siguiente forma: El hecho generador es el 
presupuesto establecido por la ley para tipificar el tributo y cuya realización origina el 
nacimiento de la obligación tributaria. 
 
Causación. Se refiere el momento específico en que surge o se configura la 
obligación respecto de cada una de las operaciones materia del impuesto. 
 
Base  gravable. Es el valor monetario o unidad de medida del hecho imponible 
sobre el cual se aplica la tarifa del impuesto para establecer el valor de la obligación 
tributaria. 
 
Tarifa. Una vez conocida la base imponible se le aplica la tarifa, la cual se 
define como “una magnitud establecida en la Ley, que aplicada a la base gravable, 
sirve para determinar la cuantía del tributo”. La tarifa en sentido estricto comprende 
los tipos de gravámenes, mediante los cuales se expresa la cuantificación de la 
deuda tributaria 
 
Actualmente existe bastante desconocimiento de la existencia de la tasa por 
servicios fúnebres por parte de la comunidad, desde su creación, su aplicación y la 
finalidad de su creación, ya que su cobro se ejecuta por parte del prestador de 
servicio sin distinción en el cobro y si este realmente está clasificado entre los cuales 
se le aplicara la tarifa, por tal razón es de vital importancia analizar a profundidad 
dicha tasa desde su creación, ejecución y finalidad. Viéndolo desde el ámbito 
constitucional se consideraría inhumano el cobro de esta clase de contribución en el 
municipio. 
 
De   acuerdo a pronunciamiento  de  la  Corte,  donde  manifiesta  que el 
principio de legalidad tributaria  en lo  relacionado  con  los  servicios  fúnebres, 
tampoco hay  claridad  en la  elaboración  de la norma tributaria en éste  aspecto. Por 





implica que el legislador tributario, a través de las disposiciones fiscales, elimine la 
arbitrariedad en el cobro de impuestos inexistentes o habilite a la administración 
tributaria para su recaudo.  
 
Esta última realiza dentro de sus variadas actividades la preparación del 
fallecido, con técnicas tanatoprácticas que tienen como fin dar una apariencia natural 
y que mengüe en parte el dolor de la familia. 
 
La misma dinámica del sector para  ser  más  competitivo obligó a crear salas 
de velación y parques cementerios clasificados por categorías, según la capacidad 
de pago de quien solicita el servicio,  aunque  lo  normal  de  la tradición, es  sólo 
velar al fallecido en las salas de las casas, puesto que se  han creado mucho  
misterios  comerciales y  de supersticiones,  haciendo  pasar éste  servicio  a lugares 
cómodos, adaptable  a las  condiciones  actuales   del servicio  exequial  digno  de  
las  personas  que  queda con la  responsabilidad  o  en  vida,  acorde  a las  
condiciones  que  el  fallecido  haya  pactado  con  la  empresa  funeraria. 
 
De otro lado, el sector funerario en Colombia demuestra estar a la vanguardia a 
nivel latinoamericano tanto en la prestación de servicios exequiales, 
acompañamiento o cortejo fúnebre, como en la realización de técnicas de 
preservación de cuerpos. Lo anterior basados en que se incursionó en nuevas 
 
Principio de legalidad. El tema  de  legalidad  en lo  relacionado con  los 
impuestos o contribuciones fiscales, no se tiene un concepto claro, ecuánime  en su 
accionar, aunque  su papel y  funcionamiento.   
 
Según  Arango Mejía (2008, 21): Es un ingreso obtenido en proporción a la 
capacidad contributiva de todos los que se hallan sometidos a la soberanía fiscal del 
Estado y dirigido a cubrir el coste de los servicios públicos, cuyo consumo es 
indivisible. Giannini define el impuesto como prestación pecuniaria que un ente 





derivada, en los casos, en la medida y según los modos establecidos en la Ley, con 
el fin de conseguir un ingreso. 
 
El artículo 338, de la  Constitución  Política de  Colombia (1991)  es 
considerado como la norma fuente de legalidad de los impuestos. Es  decir, se trata 
de una de las disposiciones de mayor relevancia que acogió la Asamblea Nacional 
Constituyente, pues resulta claro que quien ejerce el poder impositivo en nuestro 
medio es el Estado, a través del Congreso, las asambleas departamentales y 
concejos distritales y municipales. Se indica además, claramente, que la ley, las 
ordenanzas y los acuerdos deben fijar directamente los sujetos activos y pasivos, los 
hechos y las bases gravables y las tarifas de los impuestos, esto es, los 
denominados elementos de la obligación tributaria. Se dispone, igualmente, en qué 
circunstancias se puede delegar a las autoridades para que fijen la tarifa de las tasas 
y contribuciones que puedan cobrar a los contribuyentes, como recuperación de los 
costos de los servicios que les presten o participación en los beneficios que les 
proporcionen y la forma de hacer su reparto, los cuales deben ser fijados por la ley, 
las ordenanza o los acuerdos. 
 
La corte constitucional en la Sentencia C-465 de 1993 expuso lo siguiente sobre 
las tasas: Son aquellos ingresos tributarios que se establecen unilateralmente por el 
Estado, pero sólo se hacen exigibles en el caso de que el particular decida utilizar el 
servicio público correspondiente. Es decir, se trata de una recuperación total o parcial 
de los costos que genera la prestación de un servicio público; se autofinancia ese 




Sentencia C-040 de 1993 
 
Expresó lo siguiente respecto a las tasas: En Hacienda Pública, la tasa a un 





un bien o servicio ofrecido. El precio pagado por el ciudadano al Estado guarda 
relación directa con los beneficios derivados del bien o servicio ofrecido. El particular 
tiene la opción de adquirir o no el bien o servicio. El precio cubre los gastos de 
funcionamiento y las previsiones para amortización y crecimiento de la inversión. 
Ocasionalmente, caben criterios distributivos (ejemplo: tarifas diferenciales). Ejemplo 
típico: Los precios de los servicios públicos urbanos (energía, aseo, acueducto). 
 
Cabe  destacar,  que  libera  o  da  autonomía  a las ordenanzas y los acuerdos 
para  que  fijen directamente los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases 
gravables y las tarifas de los impuestos, esto es, los denominados elementos de la 
obligación tributaria. Se dispone, igualmente, en qué circunstancias se puede delegar 
a las autoridades para que fijen la tarifa de las tasas y contribuciones que puedan 
cobrar a los contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios que les 
presten o participación en los beneficios que les proporcionen y la forma de hacer su 
reparto, los cuales deben ser fijados por la ley, las ordenanza o los acuerdos. 
     
Aunque  en  años  anteriores  el sistema tributario vigente no daba ninguna 
seguridad jurídica porque en cualquier momento se daban  reformas tributarias 
acorde  al legislativo de  turno,  y  empezaba a regir dentro de  su mandato; por  eso 
actualmente se establece constitucionalmente  todo lo  relacionado a  ésta  iniciativa. 
 
A grandes rasgos se observa la importancia de esta norma, pues no cabe duda 
que regulen diversos aspectos, los cuales por ningún motivo se pueden pasar sin 
que se haga algún comentario así sea de manera generalizada. 
 
 
Sentencia C-369 de 2000 
 
La corte constitucional con respecto  al principio de legalidad tributaria, comporta que 
no puede haber impuesto sin ley que lo establezca, vale decir, que el Congreso, en 





de determinar con claridad los elementos de la relación tributaria, esto es, los 
sujetos, los hechos generadores, las bases gravables y las tarifas. Por lo tanto, la 
exigencia del respeto al principio de legalidad, por parte del poder público, implica 
que el legislador tributario, a través de las disposiciones fiscales, elimine la 
arbitrariedad en el cobro de impuestos inexistentes o habilite a la administración 








Tipo y método de investigación 
 
La presente investigación será de carácter socio jurídica, descriptivo y se aplicará el 
método hermenéutico jurídico. 
 
Sociojurídico porque buscará dar una explicación normativa vigente de la 
legalidad o no del impuesto fúnebre cobrado en los años 2012 – 2013 en la ciudad 
de San José de Cúcuta. 
 
Descriptivo porque tendrá en cuenta los argumentos jurídicos que el Concejo de 
Cúcuta tuvo para darle vigencia al acuerdo 010 de 2 de marzo de 2012. 
 
Hermenéutico jurídico, porque se busca explicar de la manera más clara todo lo 
relacionado al objeto de estudio en la presente investigación. 
 
 
Población y muestra 
 
La población objeto de estudio son las empresas de servicios fúnebres incluyendo 
los parques cementerios que presentan el servicio en la ciudad de San José de 
Cúcuta y que de acuerdo a la Cámara de Comercio  se encuentran vigentes 23 en el 
2015.  
 
La muestra de la presente investigación serán 10 empresas  de servicios 









Análisis de información 
 
Análisis de la ley 9 de 1979 
 
Cuadro 1. Análisis de la Ley 9 de 1979 
Artículos ANÁLISIS 
Artículo 1º.- Para la protección del Medio 
Ambiente la presente Ley establece: 
 
Las normas generales que servirán de base a 
las disposiciones y reglamentaciones 
necesarias para preservar, restaurar y mejorar 
las condiciones sanitarias en lo que se relaciona 
a la salud humana; 
 
Los procedimientos y las medidas que se deben 
adoptar para la regulación, legalización y control 
de los descargos de residuos y materiales que 
afectan o pueden afectar las condiciones 
sanitarias del Ambiente. 
Se describe de manera clara todo aquellos 
residuos orgánico y sólido que en primer lugar 
contamine y estén relacionadas a las 
condiciones sanitarias con el medio ambiente o 
pueda causar deterioro a la salud del ser 
humano.  
Artículo 42º.- El Ministerio de Salud fijará, de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 41, las 
normas de emisión de sustancias 
contaminantes, ya sea para fuentes individuales 
o para un conjunto de fuentes. 
El Ministerio de Salud es el ente encargado de 
la ejecución de normas y controles relacionados 
con las emisiones de sustancias contaminantes 
para fuente individuales o colectivas. 
Artículo 43º. Las normas de emisión de 
sustancias contaminantes de la atmósfera se 
refieren a la tasa de descarga permitida de los 
agentes contaminantes, teniendo en cuenta los 
factores topográficos, meteorológicos y demás 
características de la región. 
En todas las normas emanadas por el 
Ministerio de Salud se establecen unas tasas o 
tope de indicadores de emisiones que son 
permisibles, pasados esos topes podrán ser 
sancionados.  
Artículo 46º.- Para el funcionamiento, 
ampliación o modificación de toda instalación, 
que por sus características constituya o pueda 
constituir una fuente de emisión fija, se deberá 
solicitar la autorización del Ministerio de Salud o 
la entidad en que éste delegue. Dicha 
autorización no exime de responsabilidad por 
los efectos de contaminación producidos con la 
operación del sistema. 
Todo cambio o ampliación de instalaciones 
deberán ser solicitados por escrito al Ministerio 
de Salud para desarrollar estos nuevos 
acomodos.  
Artículo 119º.- Los hornos y equipos de 
combustión deberán ser diseñados, construidos, 
instalados, mantenidos y accionados de manera 
que se controlen los accidentes y los posibles 
riesgos para la salud. 
En el área de hornos y equipos se deberá 
establecer controles rigurosos para evitar 
accidente o posibles riesgos de salud tanto 
para los empleados como para el público 
permitido en ésta área restringida.  
Artículo 517º.- El Certificado Individual de 
Defunción deberá constar como mínimo de las 
siguientes partes: 
 
Una primera parte destinada a registrar los 
datos de filiación del muerto, lugar de 
Los certificados de defunción son unos 
registros bastante riguroso su control para 
evitar cual acto negativo que se atente contra 
su dinámica o función lógica en el registro de 





nacimiento y lugar de la muerte, residencia 
habitual y tiempo de residencia en el lugar 
donde ocurrió la muerte; en caso de muerte 
violenta debe certificarse si ella se originó por 
violencia accidental, homicidio o suicidio; 
 
Una segunda parte para que en caso de muerte 
violenta, se especifique si ella se originó por 
violencia accidental, homicidio o suicidio; 
Una tercera parte destinada a registrar la causa 
o causas de la muerte, secuencialmente 
ordenadas para el diagnóstico de la causa 
directa de la muerte, las causas antecedentes y 
la causa básica o fundamental, así como la 
existencia de otros estados patológicos que 
hubieren podido contribuir a la defunción pero 
no relacionados con la causa fundamental. 
También esta parte comprenderá el registro del 
curso cronológico y correlacionado de la 
evaluación de cada causa morbosa con la 
muerte y el período de la asistencia médica 
recibida, si ello existió o, en caso contrario, los 
medios usados por el médico no tratante para 
establecer la causa de la muerte, el nombre, 
domicilio, firma y número de registro del médico; 
 
Una cuarta parte destinada a informar la causa 
probable de la muerte en los casos de que no 
exista certificación médica y los datos de 
identificación, profesión y domicilio del 
informante y cualquier otra información que 
pueda contribuir a establecer la causa probable 
de la muerte, y 
 
Una quinta y última parte con los datos del 
número de registro del Certificado de Defunción 
que será el mismo de la licencia de inhumación, 
lugar y fecha del registro, y finalmente la 
autoridad sanitaria u oficina que lo hace. 
Artículo 530º.- Ninguna inhumación podrá 
realizarse sin la correspondiente licencia 
expedida por la autoridad competente. 
Toda inhumación debe contar con un permiso 
especial para poderse realizar por la autoridad 
responsable. 
Artículo 531º.- La licencia para la inhumación 
será expedida exclusivamente en un cementerio 
autorizado. 
Esta licencia de inhumación deberá expedir 
solamente los cementerios con su razón 
concreta para llevarla a cabo.  













Análisis de la Ley 795 de 2003 
 
 
Cuadro 2. Análisis de la Ley 795 de 2003 
Artículos ANÁLISIS 
Artículo  111. Adicionado por el art. 86, Ley 
1328 de 2009. No constituyen actividad 
aseguradora los servicios funerarios, cualquiera 
sea su modalidad de contratación y pago, 
mediante los cuales una persona, o un grupo 
determinado de personas, adquieren el derecho 
de recibir en especie unos servicios de tipo 
exequial, cancelando oportunamente las cuotas 
fijadas con antelación. 
 
Parágrafo 1°. Para efectos de lo previsto en el 
presente artículo se entiende por servicios 
funerarios el conjunto de actividades 
organizadas para la realización de honras 
fúnebres; pueden constar de servicios básicos 
(preparación del cuerpo, obtención de licencias 
de inhumación o cremación, traslado del 
cuerpo, suministro de carroza fúnebre para el 
servicio, cofre fúnebre, sala de velación y 
trámites civiles y eclesiásticos), servicios 
complementarios (arreglos florales, avisos 
murales y de prensa, transporte de 
acompañantes, acompañamientos musicales) y 
destino final (inhumación o cremación del 
cuerpo). 
 
Parágrafo 2°. Las empresas que actualmente 
ofrecen contratos de prestación de servicios 
funerarios, en sus diferentes modalidades, 
contarán con un plazo máximo de dos (2) años, 
contados a partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley, para adecuarse a lo previsto en el 
presente artículo. 
La actividad aseguradora no está 
relacionada con los servicios 
asegurador, aunque cada funeraria 
desarrolla planes para incentivar a la 
gente de adquirir unos servicios 
personas en caso de fallecimiento en 
un tiempo determinado a un año o solo 
paga algunos servicios por adelantado 
antes de ese suceso drástico. 
Fuente: Lady Ramirez, enero 2016 
 
 
Análisis de la Ley 1328 de 2009 
 
 
Cuadro 3. Análisis de la Ley 1328 de 2009 
Artículos ANÁLISIS 
ARTÍCULO 6o. PRÁCTICAS DE PROTECCIÓN 
PROPIA POR PARTE DE LOS 
CONSUMIDORES FINANCIEROS. Las 
siguientes constituyen buenas prácticas de 
protección propia por parte de los consumidores 
financieros: 
 
Todo consumidor debe cerciorarse si con la 
empresa con la cual desea adquirir alguna 
protección o servicio se encuentra legalmente 
constituida para prestar los servicios que ofrece 






a) Cerciorarse si la entidad con la cual desean 
contratar o utilizar los productos o servicios se 
encuentre autorizada y vigilada por la 
Superintendencia Financiera de Colombia. 




Análisis del Decreto 3466 de 1982 
 
 
Cuadro 4. Análisis del Decreto 3466 de 1982 
Artículos ANÁLISIS 
ARTICULO 11o. Garantía mínima presunta: 
 
Se entiende pactada en todos los contratos de 
compraventa y prestación de servicios la 
obligación a cargo del productor de garantizar 
plenamente las condiciones de calidad e 
idoneidad señaladas en el registro o en la 
licencia correspondiente, con las adecuaciones 
derivadas de la oficialización de normas 
técnicas o de la modificación del registro, así 
como las condiciones de calidad e idoneidad 
correspondientes a las normas técnicas 
oficializadas aunque el bien o servicio no haya 
sido objeto de registro. 
Son las condiciones pactadas entre el cliente y 
la empresa que le prestará un servicio, en este 
caso puede ser una funeraria, donde se 
condicionan por escrito los servicios que se 
darán a cambio de una cuantía establecida que 
puede ser pagado a cuotas o de manera de 
contado, acorde a las condiciones 
preestablecida en un común acuerdo. 
ARTICULO 18o. Obligación de fijar los precios 
máximos al público: 
 
Todo proveedor o expendedor está obligado a 
fijar los precios máximos al público de los 
bienes o servicios que ofrezca, para lo cual 
puede elegir, según la reglamentación de la 
autoridad competente o, a falta de ésta, según 
sus posibilidades o conveniencia, el sistema de 
fijación en lista o el de fijación en los bienes 
mismos. 
Los controles que se establecen por los 
organismos de control tratan de regular un tope 
máximo que se puede cobrar por un 
determinado servicio al público, aunque 
actualmente el servicio funerario existe 
bastante lo cual hace que exista un precio 
estándar de competitividad para que se maneje 
este sin exceder los topes.  
ARTICULO 19o. Sistema de fijación de precios 
en lista: 
 
La fijación de precios máximos al público, por el 
sistema de listas, deberá hacerse en caracteres 
perfectamente legibles y en sitio visible al 
público. 
 
En las listas se indicará cuál o cuáles precios de 
bienes o servicios han sido fijados oficialmente, 
y será obligación del proveedor o expendedor 
informar a toda persona que lo solicite la 
disposición oficial que haya establecido o fijado 
el precio, así como el organismo o autoridad 
que la haya dictado. 
Todo precio que se exceda los organismo de 
control de establecer una sanción o llamado de 
atención acorde a lo reglamentado para ese 
servicio, lo más normal para el sector funerario 
son sanciones que se traducen en multas 





ARTICULO 22o. Efectos de la fijación oficial de 
precios: 
 
Los precios fijados oficialmente no se aplicarán 
a los bienes respecto de los cuales haya un 
precio máximo al público, establecido antes de 
entrar en vigencia la disposición oficial 
respectiva por cualquiera de los sistemas 
indicados en los artículos 19o. y 20o. Dichos 
bienes continuarán expendiéndose hasta su 
agotamiento, al precio máximo al público 
establecido antes de entrar en vigencia la 
correspondiente fijación oficial de precios. 
La fijación de precios para el servicio funerario 
es establecida por las mismas alcaldías, junto 
con el consejo municipal que deben establecer 
precios mínimo y máximos a cada servicio 
funerarios.   
ARTICULO 33o. Sanciones en caso de 
incumplimiento de las normas sobre fijación 
pública de precios 
 
En caso de incumplimiento comprobado de las 
normas relativas a la fijación pública de precios, 
los proveedores o expendedores estarán 
sujetos a la siguientes sanciones: 
 
a) Multa hasta por diez (10) veces el valor de un 
salario mínimo legal mensual vigente en 
Bogotá, D.E., al momento de su imposición, en 
caso de indicación de dos o más precios, o de 
tachaduras o enmendaduras respecto del precio 
originalmente indicado en el empaque, el 
envase o el cuerpo de cualquier bien, o en 
etiquetas adheridas a ellos. 
 
b) Cierre del establecimiento en caso de falta de 
fijación pública de precios de los bienes o 
servicios allí ofrecidos al público hasta por el 
término de ocho (8) días calendario. 
Cuando existan sanciones, se debe comprobar 
de manera pública y por escrito lo que se 
incumplió tanto en el manejo de tarifas o del 
mismo servicio prestado, por factores 
contaminantes o medioambientales que 
también puede acarrear fuerte sanciones 
acorde a lo señalado. 
ARTICULO 39o. Prestación de servicios que 
suponen la entrega de un bien 
 
Todo contrato de prestación de servicios que 
suponga o exija la entrega de un bien respecto 
del cual se desarrollará la actividad objeto de la 
prestación de servicios, está sometido a las 
siguientes reglas de orden público y, por 
consiguiente irrenunciables: 
 
a) La persona natural o jurídica obligada a la 
prestación del servicio debe expedir un recibo 
del bien en el cual se mencione la fecha de la 
recepción, y el nombre del propietario o de 
quien hace entrega, la identificación del bien, la 
clase de servicio, el valor del servicio, la fecha 
de devolución, las sumas que se abonan como 
parte del precio, y el término de la garantía que 
otorga. 
 
b) La persona natural o jurídica obligada a la 
Prestación de un servicio funerario se establece 
el acceder de un bien físico que puede ser una 
pequeña división de lotes para el ser o los 
seres queridos. Estos servicios si el cliente 
cumple con todas las exigencias de la empresa 





prestación del servicio asume la custodia y 
conservación adecuada del bien dejado en 
depósito y, por lo tanto, de la integridad de los 
elementos que lo componen así como la de sus 
equipos anexos o complementarios, si los 
tuviere. 
Fuente: Lady Ramirez, enero 2016 
 
 
Análisis del Decreto 391 de 1991 
 
Cuadro 5. Análisis del Decreto 391 de 1991 
ARTÍCULOS ANÁLISIS 
Artículo 20º.- Las Funerarias o Agencias 
Mortuorias para efectos de registrar en la 
Secretaría Distrital de Salud el personal por 
ellas autorizado para adelantar sus trámites 
deberán expresar esa voluntad en el formulario 
que para tal efecto determine la Secretaría 
Distrital de Salud y cumpliendo con los 
requisitos que en él se establezcan. Entidad que 
autoriza a cada uno de ellos el carné expedido 
por las Funerarias o Agencias Mortuorios que 
los inscriben con sus gestores. 
Las funerarias deben tener registro para poder 
operar, junto con un personal idóneo en las 
funciones a éste servicio. También deben tener 
el talento humano carnet de cada cargo 
estipulado por la funeraria, al iguales que los 
gestores que hace parte de esa organización.  
Artículo 25º.- Las funerarias o agencias deberán 
llevar un archivo de servicios fúnebres en el 
cual anotarán a diario los datos relacionados 
con los servicios prestados, para efectos de 
poder dar una información completa a quien se 
lo solicite. Dicho archivo deberá constar como 
mínimo de: 
 
 - Nombre completo del fallecido. 
 
- Lugar y fecha del fallecimiento. 
 
- Notaría y número serial donde se registró la 
defunción. 
 
- Número de licencia de inhumación o 
cremación. 
 
- Nombre del cementerio donde fue inhumado o 
cremado el cadáver. 
Deben llevar un registro minucioso y detallado 
de cada servicio prestado, para que el Estado, 
el departamento o el municipio conozca ésta 
información para que se actualice 
frecuentemente el registro de los actos de 
defunción de las personas fallecidas y se pueda 
sacar  de los registro de pensionados, de salud, 
de cualquier subsidio que dispuso la persona 
en vida. También todo lo referente a los datos 
de fallecidos. 
Artículo 26º.- El incumplimiento a cualquiera de 
las disposiciones reglamentarias por el presente 
Decreto hará acreedor al infractor, a una 




Suspensión parcial o total de servicios. 
Cierre temporal o definitivo del establecimiento. 
El incumplimiento de cualquier norma legal, 
tributaria, ambiental, de las funerarias podrá 
tener una sanción leve como amonestación o 
algo grave como multa, suspensión o cierre 
temporal acorde al compromiso incumplido por 
la organización. 





Análisis del Decreto 367 de 1995 
 
 
Cuadro 6. Análisis del Decreto 367 de 1995 
Artículos ANÁLISIS 
5.2 Administración, operación y mantenimiento 
de los cementerios: 
 
Para la administración, operación y 
mantenimiento de los cementerios y para el 
cumplimiento de lo dispuesto en el presente 
Reglamento, el Concesionario fijará la 
estructura orgánica, establecerá la planta de 
personal y expedirá el manual de funciones 
para el personal a su cargo… 
 
En dicho documento se timbrará un párrafo que 
indique la fecha de exhumación o tiempo de 
vencimiento del contrato de arrendamiento, y la 
autorización expresa a la administración para 
exhumarlo por administración en caso que los 
deudos no se presenten antes o en dicha fecha 
a solicitar la exhumación y cancelar la tarifa 
establecida para estos efectos. Se advertirá que 
la Administración oficiará por escrito de esta 
situación a la dirección consignada en el recibo 
por correo certificado. Si los deudos no atienden 
el llamado para reclamar los restos, pasados 
quince días estos serán dispuestos en el sitio 
que para el efecto se señale la Unidad Ejecutiva 
de Servicios Públicos. 
 
Nota similar se colocará en el caso de las 
cremaciones, en lo relativo a la reclamación de 
las cenizas por parte de los familiares. 
La exhumación por administración no libera a 
los deudos de cancelar el valor establecido por 
este servicio, y el Concesionario podrá iniciar la 
labor de cobro a través de los mecanismos 
legales. 
Todas las operaciones o servicios prestados 
por las funerarias deben quedar registrado en la 
misma fecha en que se prestó para que se 
establezca el tiempo exacto de terminación de 
los mismos y se puedan exhumar los restos 
mortuorios. 
7. 3 Disposiciones. 
 
El Concesionario será el directo responsable de 
que se apliquen las siguientes disposiciones 
sobre colocación de flores, limpieza de lápidas, 
monumentos y mausoleos, instalación de 
lápidas, músicos y fotógrafos: 
 
Todo trabajador debe uniformarse acorde con 
las indicaciones del Concesionario, además 
debe portar en lugar visible el carné que le 
acredite como tal. 
El horario que se les permite laborar será el 
mismo de atención al público, es decir de 8 a.m. 
a 5 p.m. todos los días. Por ningún motivo se 
Por ser lugares misterios que se puede prestar 
para realizar actos ilegales deben establecerse 
claramente la entrada o visitas de los parientes 
al cementerio no superior de las horas 
establecidas, es decir, no hay derecho que 
haya personas diferentes a los empleados que 
puedan quedarse dentro de estos sitios. Esto 
se hace para evitar saqueos o profanación de 
los lugares de reposo. 
 
Los arreglos de las tumbas deben tener un 
acuerdo del servicio, sin que existan 






les permitirá el ingreso o permanencia dentro de 
los cementerios en horarios diferentes al 
señalado. 
Todo daño parcial o total, saqueos, hurtos, etc. 
que sea imputable a uno o varios trabajadores 
señalados, será causa para su expulsión 
definitiva de los cementerios, sin perjuicio de la 
responsabilidad civil o penal que les imponga la 
autoridad respectiva. 
Al terminar la labor diaria en el cementerio 
deberán organizarse en cuadrillas para efectuar 
el aseo de las instalaciones donde han 
laborado. 
El valor de los servicios prestados por ellos a 
los particulares, será establecido de común 
acuerdo con el Distrito, Unidad Ejecutiva de 
Servicios Públicos. Será una tarifa común para 
cada servicio y no se permitirá el cobro de suma 
diferente a la señalada, so pena de la expulsión 
del cementerio. 




Análisis del Acuerdo 040 de 2010 
 
 
Cuadro 7. Análisis del Acuerdo 040 de 2010 
Artículos ANÁLISIS 
En el artículo 220 del Estatuto Tributario del 
municipio de  San José  de  Cúcuta estipula 
todo lo  relacionado a las  tarifas en la 
prestación  de  servicios  fúnebres en el 
Cementerio Central del Municipio de San José 
de Cúcuta y  del cual  se  toma  indirectamente  
para  los  demás  parques  cementerios  de  
ésta región  fronteriza en lo que  tiene  que  ver 
con:  
 
Inhumación y/o Exhumación de restos  
humanos que se  encuentran  en tierra, la  
utilización del parque  cementerio, los traslados  
que se  realicen, el servicio fúnebre  integral 
hasta llegar  a  la bóveda en particular. Otra 
tasa  que se  cobra, acorde  a la  vigencia  del  
presente  Estatuto  Tributario  de  la  ciudad  de  
San José  de  Cúcuta, es  el destinado al 
embellecimiento, mantenimiento y restauración 
que se  hace a los  parques  cementerios.  
Aunque  en la  ciudad  se  dice  que  son  
controlados  por la Secretaría de Hacienda, en 
conjunto con la Secretaría de Convivencia 
Ciudadana.   
 
Este es un Acuerdo municipal de la ciudad de 
San José de Cúcuta, el cual es bastante difícil 
de encontrarlo se estipuló para la región un 
impuesto o sobretasa a los servicios fúnebres 
donde se manifestó que esos fondos eran para 
arreglo y mantenimiento  del Cementerio 
Central que hace parte de ésta alcaldía, sin que 
exista evidencia de ese permiso por parte de 
los organismos de control.  
 
 
Aunque a nivel nacional no existe mucha 
aclaración si es dado con naturalidad o existe 
alguna penalidad en los municipios que ha sido 
dado en funcionamiento, con el permiso o aval 
de los Consejos municipales de la fecha dada 






Actualmente  a  nivel nacional  existe   
incertidumbre  en  el  manejo  de  las  tasas  
que  deben  pagarse  por  los  servicios  
fúnebres,  aunque  la  ciudad  de San José de  
Cúcuta lo viene  realizando  desde  hace  
varios,  lo  cual  afectaría  enormemente  si  se 
llega  a  favor  en  contra o se  llegase  a multar  
a la región por  éste  concepto  tributario  que se  
considera  de inconsistencia jurídica  que  avale  
su proceder. La tasa por prestación de servicios 
fúnebres, la cual se ha  reglamentado en  los 
estatutos  tributarios  del  municipio,  por  la  
corporación concejo de  San  José  de  Cúcuta, 
su aplicación se ha venido dando como una 
contribución  y  no  como  tasa,   ya  que  se  
exige  la  obligatoriedad  de  pago  sin  revertir  
contraprestación,  como  lo  es  el  caso  del  
cobro  de  la  tasa  solo por realizar el recorrido  
del  cadáver  de  la  funeraria  al  cementerio  
(independiente  del cementerio  que  sea). 
 
Para entender un poco más de lo que se trata la 
tasa y los elementos esenciales para su validez 
encontramos lo siguiente: 
 
Concepto  de  tasa.   
 
Las  tasas  son  contribuciones  económicas  
que hacen  los  usuarios  de  un  servicio  
prestado  por  el  estado.  La  tasa  no  es  un  
impuesto,  sino  el  pago  que  una  persona  
realiza  por  la  utilización  de  un servicio,  por  
tanto,  si  el  servicio  no  es  utilizado,  no  
existe  la  obligación  de pagar 
 
La  tasa,  es  pues  la  contraprestación  que  
una  persona  paga  por  el  derecho  a  la  
utilización  de  un  servicio,  pago  que  es  
voluntario,  supeditado  solo  por la  necesidad  
del  usuario  de  acceder  al  servicio. 

















Análisis de sentencias 
 
Sentencia C 465 de 1993 
 
1.  Identificación de la Providencia:  
Corporación y Sala: Sala Plena 
Sentencia N° C 465 de 1993 
Medio de Acción: Pública 
Fecha: Octubre 21 de 1993 
Mag. Ponente: VLADIMIRO NARANJO MESA 
 
 
2.  Posición Jurídica de la Parte Actora 
 
a. Hechos Relevantes: 
 
El Decreto 2067 de 1991, contiene términos similares porque utiliza la palabra 
“contribución” como sinónimo directo a “Tributo” o “Gravamen”, es decir como una 
carga impositiva, siendo así, el Procurador opina que las normas acusadas 
contemplan el género contribución bajo las características especiales de la "tasa", 
que es la figura utilizada cuando se trata de que el Estado cobre un precio por un 
servicio ofrecido. 
 
Aunque la Constitución Política de Colombia (1991) en el inciso  No. 2 del 
artículo 338 permite y manifiesta de manera clara “que las autoridades 
administrativas puedan fijar la tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los 
contribuyentes como recuperación de los costos de los servicios que les prestan o 
participación en los beneficios que les proporcionen, siempre y cuando el sistema y 
el método para definir tales costos y beneficios, y la forma de hacer su reparto se 
contemplen en la ley, ordenanzas y acuerdos”. 
 
Según los constitucionalistas  se tratan de un tributo, similar a una tasa. 






b. Argumentos Jurídicos del Accionante: 
 
Considera el demandante que el Decreto 1730 de 1991, que han sido 
impugnados, son violatorios del artículo 338 de la Constitución Política de Colombia, 
cuyo texto es el siguiente: "En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas 
departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer 
contribuciones fiscales o parafiscales.  La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben 
fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y 
las tarifas de los impuestos”. Que se pueden fijar algunos impuestos o tasa, por un 
tiempo determinado, pero no dejarlo vigente, sin que se sepa hasta que fecha van 
hacer exigidos al Pueblo.  
 
c. Pretensiones:  
 
Lo que se busca con la sentencia es que se aclare los conceptos de: Tasa, 
Impuesto, Contribuciones Fiscales, los cuales no es lo mismo y no se puede 
confundir o utilizarse con doble pretensión, si para la Corte Constitucional son 
conceptos muy diferentes en su utilización por parte de la Constitución Política o bajo 
ejecución presidencia en un estado especial que se llegue a presentar.  
 
3.  Posición Jurídica del Demandado 
 
a. Excepciones aducidas por la Entidad Demandada 
 
De acuerdo a la Superintendencia Bancaria (entidad demandada) que el 
marco normativo relacionado con lo fiscal, y trae a consideración el principio 
universal de que no hay impuesto sin representación;  es así como el poder 
impositivo se radica, de modo originario, en los cuerpos de representación popular, 
vale decir, en el Congreso, las Asambleas Departamentales y los Concejos 





las funciones de tales organismos reiteran sus respectivas competencias de carácter 
fiscal (art. 150, numeral 12; art. 300, numeral 4; art. 313, numeral 4). 
 
"Tanta importancia da el Nuevo Corpus  Fundamental al origen popular de los 
tributos, que prohibió (art. 150 No. 10) que el Gobierno pudiera  establecer impuestos 
en virtud de facultades extraordinarias concedidas por el Congreso.  Este precepto 
carece de antecedentes en nuestra ya larga historia constitucional". 
 
Sólo hay dos excepciones al principio anterior: a)  El Presidente de la 
República goza de la prerrogativa de establecer en forma transitoria "nuevos tributos 
o modificar los existentes" cuando se haya declarado el estado de emergencia (art. 
215), y b) las autoridades del orden administrativo pueden ser habilitados por los 
cuerpos colegiados de representación popular para fijar "la tarifa de las tasas y 
contribuciones" a cargo de ciertos contribuyentes" como recuperación de los costos 
de los servicios que les presten o participación en los beneficios que les 
proporcionen; pero el sistema y método para definir  tales costos y beneficios, y la 
forma de hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas y los 
acuerdos". (art. 338). 
 
b. Argumentos jurídicos del Demandado 
 
1. El ciudadano JORGE HUMBERTO BOTERO ANGULO expone los siguientes 
argumentos como fundamento de su demanda: 
 
 Considera el demandante que los preceptos del Decreto 1730 de 1991, que han 
sido impugnados, son violatorios del artículo 338 de la Carta Política, cuyo texto es el 
siguiente: "En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas departamentales 
y los concejos distritales y municipales podrán imponer contribuciones fiscales o 
parafiscales.  La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, directamente, los 






 "La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades fijen la 
tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, como recuperación 
de los costos de los servicios que les presten o participación en los beneficios que les 
proporcionen: pero el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la 
forma de hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos. 
 
 "Las leyes, ordenanzas o acuerdos que regulen contribuciones en las que la base 
sea el resultado de hechos ocurridos durante un período determinado, no pueden 
aplicarse sino a partir del período que comience después de iniciar la vigencia de la 
respectiva ley, ordenanza o acuerdo". 
  
2. Los términos de la confrontación normativa: 
 
 Pone de manifiesto el actor que los preceptos acusados están contenidos en un 
estatuto de jerarquía legal expedido el 4 de julio de 1991, promulgado en esa misma 
fecha.  La nueva Constitución Política fue expedida igualmente el 4 de julio de 1991, 
pero promulgada el 7 de julio siguiente.  Como la vigencia de la Carta comenzó a partir 
de esta última fecha, es evidente -dice el demandante- que es posterior en el tiempo a 
las normas acusadas.  "Así las cosas, es menester justificar la pretensión de que su 
exequibilidad sea juzgada frente a la nueva Constitución Política". Como la cuestión 
constitucional que se debate se refiere al contenido de las normas sometidas al 
escrutinio de la Carta, resulta ineludible confrontarlas con el nuevo orden constitucional, 
a pesar de que preceden en el tiempo a este último.  Para fundar lo anterior, el actor 
cita la Sentencia No. 514 del 10 de septiembre de 1992, que en uno de sus apartes 
dice: 
 
"Como ha venido expresando la Corte Constitucional en recientes fallos* y como 
también lo entendió en su momento la H. Corte Suprema de Justicia**, el estudio 
relativo a los aspectos formales de  normas expedidas con anterioridad a la vigencia de 
la nueva Carta debe efectuarse en relación con la preceptiva constitucional que regía 





señalados a los que se hallaba sujeta la autoridad    que   expidió  la  ley  o  el  decreto  
materia  de  examen.   
 
Muy distinta es la situación cuando los motivos por los cuales se ha puesto en 
tela de juicio la constitucionalidad de una norma o estatuto tocan con su materia, 
pues en tales casos se hace menester efectuar el correspondiente cotejo con los 
principios y mandatos de la nueva Constitución, en orden a verificar si las 
disposiciones impugnadas pueden subsistir dentro del ordenamiento jurídico en 
razón de su compatibilidad con la Carta vigente al tiempo de proferirse el fallo o si, 
por el contrario, han sido derogadas por ser incompatibles con ella y, en 
consecuencia, no pueden continuarse ejecutando. 
 
4.  Planteamiento del Problema Jurídico 
 




Que en los artículos demandados no se establece ninguna violaciones y que 
fueron utilizados de manera gramatical esos términos que se quería aclarar por parte 
del demandante. 
 
b. Decisión de Primera Instancia 
 
Por las anteriores razones, la Corte Constitucional no encuentra vicio de 
inconstitucionalidad alguna en los artículos 4.1.3.0.1., literal o) y 4.1.9.0.4. del 
Decreto 1730 de 1991, incorporados integralmente al nuevo Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero por los artículos 327 y 337 del Decreto 663 de 1993, y por tanto 







2.  De la Segunda Instancia  
 
a. Consideraciones respecto al problema jurídico 
 
Que se utilizaron los términos demandados como sinónimos gramaticales para 
su apreciación teórica. 
 
b. Tesis de la Corporación 
 
Que son EXEQUIBLES  los artículos 4.1.3.0.1., Literal o),  y 4.1.9.0.4. del 
Decreto 1730 de 1991, los cuales están incorporados integralmente al nuevo 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero por los artículos 327 y 337 del Decreto 663 
de 1993. 
 
c.  Fundamentos de la Tesis de la Corporación 
 
Que el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero estos términos se consideran 
sinónimos en la parte textual, aunque se entiende que son muy diferentes. 
 
5.  Análisis Crítico de la Sentencia 
 
Que el Estado colombiano por medio de los organismos de control nacional 
puede establecer normas que contribuyan o garanticen seguridad  al Sistema 
Financiero, sino para cualquier eventualidad que se disponga alguna clase de 












Sentencia C 040 de 1993 
 
1.  Identificación de la Providencia 
 
Corporación y Sala: Sala Plena  
Sentencia N° D-142. 
Medio de Acción: Pública, enfocada al sector Panelero 
Fecha: 11 de Febrero de 1993 
Mag. Ponente: Doctor. CIRO ANGARITA BARON 
 
 
2.  Posición Jurídica de la Parte Actora 
 
a. Hechos Relevantes: 
 
A. Disposiciones constitucionales infringidas. Estima el actor que las 
disposiciones acusadas son violatorias del artículo 359 de la Constitución Nacional. 
Además, el parágrafo 3o del artículo 7o lo es del artículo 338 de la misma 
Constitución. 
 
B. Concepto de la violación. En relación al artículo 359 de la Carta Política, 
que consagra la prohibición de rentas nacionales con destinación específica y sus 
excepciones, el demandante afirma que: 
 
"Como quiera que la cuota de fomento panelero creada por el artículo 7o de la 
ley 40 de 1990, es renta nacional, de destinación específica y no está contemplada 
dentro de las excepciones que previó el artículo 359 de la Constitución respecto de la 
prohibición establecida en el mismo, inexorablemente habrá de concluir que la norma 
acusada es contraria al referido texto constitucional". 
 
b. Argumentos Jurídicos del Accionante 
 
Parágrafo 3o. del Artículo 7o. de la Ley 40/90 en nada contraviene lo 





ningún gravamen o base de liquidación de un impuesto, sino simplemente se 
reconoce que la producción panelera presenta una situación de variabilidad en 
calidades, presentaciones y precios que dificultan la operatividad de la contribución 




Considera también que tiene el carácter de un impuesto por cuanto tal cuota 
no es voluntaria sino obligatoria, se aplica a fines considerados como de interés 
social y no implica contrapartida específica para quienes deben sufragarla. Además, 
dicha cuota recae sobre sujetos ajenos al gremio panelero, como los compradores de 
miel. 
 
3.  Posición Jurídica del Demandado 
 
a. Excepciones aducidas por la Entidad Demandada 
 
Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 7 y 13 de la Ley 40 de 
1990 "Por la cual se dictan normas para la protección y desarrollo de la producción 
de la panela y se establece la cuota de fomento panelero". 
 
b. Argumentos jurídicos del Demandado 
 
La Corte anteriormente parecía confundir las diferentes clases de ingresos 
públicos, no obstante las claras distinciones que en la doctrina existen entre 
impuestos,  tasas y contribuciones. Aunque la  Constitución vigente, muestra una 
mayor claridad terminológica en materia de hacienda pública, lo cual no excluye 
(como se verá) algunas imprecisiones. 
 
 





el artículo 359 de la Constitución nacional, en la medida en que crean una renta 
nacional de destinación específica, no incluida dentro de las excepciones que 
contempla el artículo citado. 
 
Lo primero que debe hacer esta Corte es determinar la naturaleza de la cuota 
de fomento panelero, para saber si  estamos frente a un ingreso tributario de la 
nación y por lo tanto su especial destinación se encontraría viciada de 
inconstitucionalidad, o si por el contrario, se trata de una contribución parafiscal, en 
cuyo caso, -por las razones antes expuestas- sería aplicable la disposición del 
artículo 359. 
 
Tal y como se afirmó en esta sentencia, la prohibición del artículo 359 se 
aplica con exclusividad a las rentas nacionales de carácter tributario - impuestos- y 
no a las  contribuciones parafiscales, pues desde ninguna perspectiva puede 
aducirse que la Carta utilice términos superfluos e incluso contradictorios.   
 
Es pertinente destacar que  el artículo 154 establece que las leyes pueden 
tener origen en cualquiera de las dos Cámaras.  No obstante, solo podrán ser 
dictadas o reformadas por iniciativa del Gobierno las que decreten exenciones de 
impuestos, contribuciones o tasas nacionales. 
 
El artículo 359 de la Constitución nacional prohíbe las rentas nacionales de 
destinación específica, con excepción de las participaciones en favor de las 
entidades territoriales, las destinadas a inversión social, y las que en virtud de leyes 
anteriores hubieren sido destinadas a la previsión social y a las antiguas intendencias 
y comisarías. 
 
Por estas dos razones, el Constituyente decidió excluir del presupuesto 
nacional las llamadas rentas de destinación específica, a fin de aumentar el monto 
global sobre el cual se computa la participación fiscal de las entidades territoriales y   






4.  Planteamiento del Problema Jurídico 
 




Para el Estado colombiano las medidas tomadas como un nuevo impuesto son 
legales, porque garantiza según los juristas la estabilidad del sector panelero, porque 
con ello se podría mejorar sus condiciones de trabajo a todas éstas agremiaciones. 
 
b. Decisión de Primera Instancia 
 
Declarar  EXEQUIBLES  los artículos 7 y 13 de la ley 40 de 1990. 
 
2.  De la Segunda Instancia  
 
a. Consideraciones respecto al problema jurídico 
 
Que son legales estas retribuciones a cada producto panelero, con el fin de 
garantizar la estabilidad del sector.  
 
b. Tesis de la Corporación 
 
La parafiscalidad es una técnica del intervencionismo económico legitimada 
constitucionalmente, -destinada a recaudar y administrar (directa o indirectamente) y 
por fuera del presupuesto nacional-determinados recursos para una colectividad que 
presta un servicio de interés general. Dicha técnica se utiliza, por ejemplo, para el 
fomento de actividades agrícolas, de servicios sociales como la seguridad social,  de 
la investigación científica y del progreso tecnológico, que constituyen todos intereses 






c.  Fundamentos de la Tesis de la Corporación 
 
Es una técnica de intervenir para mantener estabilidad a un sector que viene 
creciendo desde los años noventa y se ha consolidado, gracias a éstas medidas. 
 
5.  Análisis Crítico de la Sentencia 
 
Que todos los trapiches productores de panela no están en capacidad de 
pagar el mismo impuesto, porque las grandes si lo podrán, pero los pequeños 
terminará por cerrarlo, gracias a este nuevos tributo por cada panela producida. 
Debería hacer un tributo más para las pequeñas pymes paneleras.  
 
Todas las contribuciones pueden verse como algo negativo, pero en el fondo 






Sentencia C 369 de 2000 
 
 
1.  Identificación de la Providencia 
 
Corporación y Sala: Sala Plena de Corte Constitucional 
Sentencia N° D-2547 
Medio de Acción: Pública 
Fecha: Marzo 29 de 2000 
Mag. Ponente: Dr. Fabio Moron Díaz 
 
2.  Posición Jurídica de la Parte Actora 
 
a. Hechos Relevantes: 
 
Aduce que conforme a la doctrina y a la jurisprudencia de la Corte 





sentencias C-351 de 1995 y C-183 de 1998, la disposición parcialmente acusada en 
su sentir, establece un trato discriminatorio para el sector económico al que se le 
debe aplicar la norma cuestionada, pues, no permite recuperar lo pagado 
injustamente a la administración tributaria por concepto del impuesto sobre las 
ventas. 
 
b. Argumentos Jurídicos del Accionante 
 
Se promovió la demanda ante la Corte Constitucional contra el inciso final del 
artículo 64 de la Ley 488 de 1998  "por la cual se expiden normas en materia 
tributaria y se dictan otras disposiciones fiscales de las entidades territoriales". 
 
La demanda argumenta que el inciso acusado del artículo 64 de la Ley 488 de 
1998, vulnera los artículos 4, 13, 95-9, 338 y 363 de la Constitución Política, por 
cuanto el día 24 de diciembre de 1998, el Congreso de la República expidió la Ley 
488 de 1998 y en el inciso 1º. del referido artículo consagró una norma de 
interpretación legal mediante la cual definió la discusión que había originado 
controversia entre la administración tributaria de Medellín y los responsables del IVA 
que utilizan las mezclas asfálticas y de concreto, señalando, con toda claridad que 
con anterioridad a su vigencia, ni la incorporación ni la transformación de mezcla 
asfáltica y mezcla de concreto podían ser considerados como venta y por lo tanto, al 
tenor del artículo 421 literal c) no se configuraba el hecho generador del referido 
tributo. 
 
Sin embargo, estima la actora, al incluir el legislador el inciso final del artículo 
64 de la Ley 488 de 1998 para impedir a los contribuyentes que habían sido 
obligados por la administración tributaria a corregir sus declaraciones del IVA, con 
fundamento en una interpretación equivocada de las normas vigentes, la 







Aduce que conforme a la doctrina y a la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional sobre el derecho a la igualdad en materia tributaria, especialmente las 
sentencias C-351 de 1995 y C-183 de 1998, la disposición parcialmente acusada en 
su sentir, establece un trato discriminatorio para el sector económico al que se le 
debe aplicar la norma cuestionada, pues, no permite recuperar lo pagado 





Las pretensiones de la demanda  se aduce a la liberación de nuevos tributos 
que se pueden cobrar sin tanto estudio por parte el Estado colombiano. 
 
3.  Posición Jurídica del Demandado 
 
a. Excepciones aducidas por la Entidad Demandada 
 
El segmento acusado es inconstitucional puesto que no obstante haber 
precisado el legislador en el inciso 1º del artículo 64 de la Ley 488 de 1998 que las 
operaciones de incorporación y transformación de mezcla asfáltica realizadas antes 
de su vigencia no constituyen hecho generador del IVA, no obstante, a renglón 
seguido prohíbe la devolución o compensación de las sumas pagadas a la 
administración tributaria sin causa legal durante esa época; situación que, en su 
opinión, es contraria a los principios de igualdad, de legalidad y de equidad tributaria 
consagrados en los artículos 13, 338 y 363 de la C.P. 
 
b. Argumentos jurídicos del Demandado 
 
Argumenta que la disposición acusada vulnera el principio superior de 
igualdad en las cargas tributarias, porque no es equitativo que determinados 





dinero por concepto del IVA, mientras que otros empresarios del sector que 
desarrollaron el mismo hecho generador antes de la vigencia de la Ley 488 de 1998, 
tienen la seguridad jurídica de que en un futuro la administración de impuestos no les 
adelantará ninguna acción de cobro en virtud de lo dispuesto en el inciso final del 
artículo 64 de la referida ley. 
 
4.  Planteamiento del Problema Jurídico 
 




El Estado puede disponer de nuevas medidas tributarias en materia de ventas, 
siempre y cuando se presenten buenos argumentos jurídicos. 
 
b. Decisión de Primera Instancia 
 
Declarar INEXEQUIBLE la expresión normativa "Lo previsto en este artículo 
no será aplicable en relación con los impuestos sobre las ventas que hubieren sido 
cancelados con anterioridad a la vigencia de la presente ley, los cuales no serán 
objeto de devolución o compensación", contenida en el inciso final del artículo 64 de 
la Ley 488 de 1998. 
 
2.  De la Segunda Instancia  
 
a. Consideraciones respecto al problema jurídico 
 
No existe un problema jurídico porque el gobierno dispone de libertad en 
materia tributaria para establecer garantías y estabilidad económica. 
 






Por orden constitución se pueden establecer nuevos tributos a las ventas. 
 
5.  Análisis Crítico de la Sentencia 
 
Para la Corporación, el principio de legalidad tributaria, comporta que no puede 
haber impuesto sin ley que lo establezca, vale decir, que el Congreso, en ejercicio de 
sus competencias, al elaborar la norma tributaria, está en la obligación de determinar 
con claridad los elementos de la relación tributaria, esto es, los sujetos, los hechos 
generadores, las bases gravables y las tarifas. Por lo tanto, la exigencia del respeto 
al principio de legalidad, por parte del poder público, implica que el legislador 
tributario, a través de las disposiciones fiscales, elimine la arbitrariedad en el cobro 
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Edad       
Género M   2 29%   
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Fuente: Lady Ramírez 28 de Octubre. 2015  
 
1.  Usted como representante legal de una empresa de servicios fúnebres 
conoce de manera clara la normatividad que rigen éstas organizaciones en Colombia 
 
Dra. Ada Leonor Peña Ortega1: Si señora, claramente conocemos todas las 
normas. 
Dra. Gloria Inés Moreno2 : Si claro nosotros conocemos. 
Dra. Martha Pérez3 : De manera clara no, lo que llaman y le dicen a uno, 
algunas. 
Dra. Lorena Daza Gonzales4: Si pero se enfoca en la parte ambiental. 
Dra. Magda Peña5 : Si, casi todas mismas las manejamos varias redes a nivel 
nacional. 
Dr. Cesar Quintero6 : No la conoce claramente. 
Dr. Oscar García7 : Si, claramente. 
                                            
1 Ada Leonor Peña Ortega. Administrador de Empresas. Administradora y monitora de homenajes Los 
Olivos Cristo rey. 
2 Gloria Inés Moreno. Técnico auxiliar contable. Administrador Velaciones santo ángel. 
3 Martha Pérez. Contador. Administrador funerales san juan de dios. 
4 Lorena Daza González. Administrador de empresas. Gerente funerales la esperanza.  
5 Magda Peña. Auxiliar contable. Departamento financiero funeraria rincón. 
6 Cesar Quintero. Tanatologo. Asesor de servicios y socio funeraria los ángeles.  





2. La empresa de servicios fúnebres a la que representa realiza capacitación en 
todo lo relacionado a su normatividad vigente. 
 
AP.: Tiene todo el reglamento, normas Icontec, los iso, iso 9001, normas de 




LG.: Si, pero más en lo que tenga que ver en bioseguridad. 
MP.: Si, porque todo el tiempo estamos actualizando según el caso que nos 
genere en el momento. 
CQ.: No se realiza, nos informan de la parte contable el valor a pagar los 
impuestos y traer los recibos. 
OG.: No. 
 
3. Sabe Usted de que se trata el Acuerdo 040 del 29 de diciembre del 2010. 
 
AP.: Si señora. 
GM.: Claramente no lo tiene presente, se y cumplimos con todos los impuestos. 
MP.: Sobre impuestos, los aportes que hay que dar. 
LG.: Cobro por inhumación, exhumación. 
MP.: Si nosotros nos basamos a los valores de los cuales manejan los jardines 
o las empresas según los servicios. 
CQ.: No tengo conocimiento  
OG.: Solo lo relacionado con la tasa de servicios fúnebres. 
 
4. En el Acuerdo 040 de 2010 se habla de una tasa para los servicios funerarios 
en la ciudad de San José de Cúcuta. ¿Considera Usted que es constitucional su 
cobro? 
 





GM.: Si está de acuerdo, es muy poca la cuantía del acuerdo, no estoy de 
acuerdo si es para lucro de ellos, solo si le dan buena utilidad. 
MP.: Si estoy de acuerdo, si es para el sostenimiento. 
LG.: Si, porque se ve afectado el usuario. 
MP.: Prácticamente se basa a la necesidad del pueblo porque nosotros 
manejamos un servicio funerario más o menos 3.000.000 y una persona de bajo 
recurso no va a tener facilidad. Debemos manejar servicios económicos para ayudar 
al cliente en su necesidad. 
CQ.: No atentaría pues considero que es económico. 
OG.: No. 
 
5. Cree Usted que el Acuerdo 040 de 2010 adolece de argumentación jurídica 
para su aplicación 
 
AP.: No  
GM.: En parte si y en parte no. 
MP.: Si claro tiene argumentación. 
LG.: No sabe en que se basaron y si hicieron algunos estudios, no sabe si es a 
nivel nacional. 
MP.: No. 
CQ.: Si adolece de argumentación. 
OG.: No tiene argumento suficiente. 
 
6. ¿Conoce Usted los destinos que se le dieron en la ciudad de San José de 
Cúcuta a la tasa  de los servicios funerarios que fueron cobrados por medio del 
Acuerdo 040 de 2010? 
 
AP.: No tengo exactamente el valor completo de lo recaudado, no tengo idea, 
no sabemos el destino que se le dan. 






MP.: Lo que dice la ley, para el sostenimiento del cementerio, embellecimiento. 
LG.: No, como ciudadana, ni como gerente. 
MP.: Manejamos servicios según la tasa de servicios y nos basamos a solventar 
recursos económicos. 
CQ.: No, nunca nos dan rendimiento de cuentas para donde va eso 
OG.: No con exactitud, pero es para el mantenimiento del parque cementerio 
central. 
 
7. ¿Considera Usted que si se llegase a comprobar la inconstitucionalidad del 
Acuerdo 040 de 2010, la alcaldía se vería afectada por los cobros realizados en los 
años 2012 – 2013?   
 
AP.: No sabría contestar, los olivos paga mucho impuesto.  
GM.: Creo que no, si ellos explican que los pagos que realizamos nosotros 
están invertidos, no pasa nada. 
MP.: No pasaría nada. 
LG.: No cree por que quien respondería ante esta situación. 
MP.: No, depende de cómo cada empresa haya manejado los recursos. 
CQ.: No se verá afectada, aunque ellos no rinden cuentas sobre eso. 



















LEGALIDAD TRIBUTARIA DE LA TASA POR SERVICIOS FÚNEBRES EN EL 
MUNICIPIO DE SAN JOSÉ DE CÚCUTA EN LOS AÑOS 2012 – 2013 
 
De acuerdo a las normas vigentes en materia tributaria se dice que estas 
obligaciones es un vínculo importante que facultan a la administración para exigir de 
determinado sujeto las prestaciones relacionadas con el poder impositivo del Estado, 
se clasifican en materiales o sustanciales y en formales o instrumentales. De acuerdo 
a la Sentencia C – 637 de 2000 “Las primeras imponen el pago de tributos y revisten 
al sujeto activo del poder coactivo necesario para hacer efectivo su cumplimiento y 
exigir, en caso de incumplimiento, las compensaciones correspondientes; las 
segundas hacen posibles las prestaciones destinadas a regular, controlar y 
garantizar las primeras y están dotadas de medidas correctivas que las garantizan”. 
 
      Al mismo tiempo en la Sentencia C – 711 de 2001 argumenta la Corte 
Constitucional que en una “ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, 
directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y las 
tarifas de los impuestos. Asimismo, frente a la irretroactividad la norma prevé que las 
leyes, las ordenanzas o acuerdos que regulen contribuciones en las que la base sea 
el resultado de hechos ocurridos durante un período determinado, no pueden 
aplicarse sino a partir del período que comience después de iniciar la vigencia de la 
respectiva ley, ordenanza o acuerdo”. En ésta sentencia por parte de la Corte 
Constitucional que le da claridad para el aumento de un cobro o algún tributo nuevo a 
las alcaldías en materia de descentralización de impuesto para su administración, 
mantenimiento en alguna necesidad vigente.  
 
     También en la Sentencia C-1043 de 2003 manifiesta claramente cuando exista la 
“predeterminación del tributo, éste se manifiesta de una doble manera: de un lado, es 





sin que esa facultad pueda atribuirse a una autoridad ejecutiva (CP, art. 338); pero 
también es flexible, puesto que los principios de descentralización y autonomía 
territorial admiten que las ordenanzas y los acuerdos puedan fijar tales elementos”.       
Con ésta sentencia la Corte Constitucional manifiesta que existe descentralización 
para adicionar o modificar cualquier tributo por medio de un Acuerdo, por eso, existe 
potestad de orden municipal en éste asunto de impuestos que puede tener una 
determinación exacta como lo estableció con el Acuerdo 040 de 2010 que era para la 
restauración, mantenimiento y embellecimiento del Cementerio Central.  
 
     De acuerdo a la Constitución Política de Colombia, en su artículo 313, numeral 4: 
“Votar de conformidad con la Constitución y la ley los tributos y los gastos locales”. 
Donde se destaca al mismo tiempo la Ley 142 de 1937, Ley 29 de 1963, Ley 14 de 
1983, Decreto Ley 1333 de 1986, Ley 44 de 1990, Ley 136 de 1994, artículo 66 de la 
Ley 383 de 1997, artículo 59 de la Ley 788 de 2002, Ley 863 del 2003, Ley 1066 de 
2006, el Decreto 1339 de 1994, Decreto1469 de 2010 y demás normas tributarias 
vigentes. 
 
     El artículo 338 de la Constitución Política de Colombia (1991), se considera como 
el artículo fuente de legalidad de los impuestos. De ahí que se trata de una de las 
disposiciones de mayor porque presenta facultades impositivas del Estado, de las 
gobernaciones y alcaldías en materia tributaria. Igualmente, se puede argumentar 
que se puede delegar a las autoridades para que fijen la tarifa de acuerdo a Torres 
(2011) donde argumenta que “las tasas y contribuciones que puedan cobrar a los 
contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios que les presten o 
participación en los beneficios que les proporcionen y la forma de hacer su reparto, 











Inconstitucionalidad en la creación de la tasa por servicios fúnebres 
 
Como se estipuló en el Acuerdo 040 de 29 de diciembre de 2010 y el Acuerdo 010 de 
2 de marzo de 2012 donde se dio a conocer una tasa por la prestación de servicios 
funerarios, el cual fue aprobado por el Concejo municipal de San José de Cúcuta, 
pero existe una falsa motivación, puesto que no hay claridad sobre la ley en la que se 
basó el municipio o argumentación jurídica  para su creación y ejecución.     
 
En el artículo 220 del estatuto tributario se manifiesta que los dineros 
recaudados son destinados para el mantenimiento y embellecimiento del Parque 
Cementerio Central que hace parte del municipio, aunque no hay total claridad de 
que dichos recaudos sean usados para el fin con que se crearon, lo cual puede 
considerarse inconstitucional, aunado a esto se considera ilegal, puesto que al 
constituirse una tasa, los recaudos nacen con destinación específica, al no cumplir 
con este elemento  estaría en contra de la ley que la crea, lo cual nos dejaría ver que 
en los años 2012 – 2013 pudo haber malversación de los fondos. 
 
Si bien es cierto que las fuentes de financiación del estado son los impuestos, 
tasas y contribuciones, la correspondiente tasa por prestación de servicios fúnebres 
por parte del cementerio central,  se ha estado aplicando por parte del municipio 
como impuesto al usuario bien llamado doliente como se caracteriza de forma 
obligatoria, puesto que en su cobro hay una exigencia, donde no hay por parte del 
municipio una contraprestación del servicio, el cual debe recibir el usuario a cambio 
por concepto del pago. 
  
Todos los representantes de las funerarias en la ciudad de San José de Cúcuta 
conocen de manera clara la normatividad general y local en materia de los servicios 
funerarios al igual que los temas ambientales que están relacionados con el traslado, 
arreglos tanatológicos y entierro o cremación de los cuerpos en los servicios 






     Todas las empresas de servicios funerarios conocieron ampliamente el Acuerdo 
040 del 29 de diciembre del 2010 en el cual aplicaron la tasa impuesta en sus 
servicios  con el fin de hacerle mantenimiento y embellecimiento según la Alcaldía de 
Cúcuta al Parque Cementerio Central hasta la fecha que fue derogado con unos 
comunicados que le llegó a sus organización para que no siguieran cobrando dicha 
tasa, sin argumentar o especificar sus razones jurídicas.  
 
       Aunque los expertos y representantes de la funerarias en gran parte no estaba 
de acuerdo con éste cobro porque afectaba la confianza  inicial del cliente, que era el 
realmente pagaba está contribución (tasa), sin embargo las empresas cobraron a 
cabalidad éste tributo que se encuentra estipulado en el Acuerdo 040 de 2010, 
aunque no lo consideran inconstitucional, porque era para causa bien fundamentada 
como era el mantenimiento y embellecimiento del Parque Cementerio Central, único 
de orden público que presenta la comunidad fronteriza.  
 
 
Antitécnica de la tasa por servicios 
 
De acuerdo a las normas jurídicas que hace parte importante y que le da viabilidad a 
las leyes, decretos, resoluciones, acuerdos deben estar soportado en una norma 
superior o en la misma Constitución Política de Colombia (1991), donde se ampara 
como norma legal, aunque otras de caso especial son las que se realizar gracias a 
las leyes internacionales.  
 
El Acuerdo 040 de 2010 en su articulo 220 estatuto tributario del municipio, se 
evidencia anti técnica jurídica en la creación de la tasa de prestación de servicios 
fúnebres por parte del cementerio central, ya que en ella carecen los elementos 
esenciales de la obligación tributaria, puesto que en el ejercicio no se hayan 






Según los expertos adolece de aspectos jurídicos aunque siempre se planteó y 
llegó a cobrarse en los años 2012 – 2013 donde se manifestó que los recursos eran 
para el mantenimiento y embellecimiento del Parque Cementerio Central de la ciudad 
de San José de Cúcuta, nunca se llegó a mostrar en cifras las inversiones y el 
mantenimiento que se llegó a realizar a éste cementerio 
  
       Aunque el Acuerdo 030 del 06 septiembre de 2005 presentaban algunos precios 
similares al Acuerdo 040 de 2010, con un pequeño aumento en la inhumación y/o 
exhumación de cadáveres en tierra en los cobro que realiza el Cementero Central de 
la ciudad de San José de Cúcuta.  
 
        Los del Acuerdo 030 de 2005 (Artículo 302) presentan los siguientes precios en 
los servicios funerarios: 
 
 Inhumación y / o exhumación de Cadáveres en tierra: uno y medio (1.5) salarios 
mínimos legales diarios 
 Utilización de anfiteatro (morgue): dos (2) salarios mínimos legales Diarios 
 Traslado de cadáveres del cementerio Central a otro municipio: Seis (6) salarios 
mínimos legales Diarios 
 Servicio Fúnebre Integral prestado por la Funeraria Municipal: tres punto Cinco 
(3.5) salarios mínimos legales Diarios 
 
Tarifas anuales por utilización de bóvedas y / o resteros: 
 
 Por bóvedas de particulares, el equivalente a tres cuartos (¾) de salario mínimo 
legal diario, cada una.  
 Por resteros de particulares, el equivalente a un cuarto (¼) de salario mínimo 
legal diario, cada uno. 
 Por bóvedas de sindicatos, entidades de beneficencia y entes sin ánimo de lucro, 





 Por resteros de sindicatos, entidades de beneficencia y entes sin ánimo de lucro, 
el equivalente a un cuarto (¼) de salario mínimo legal diario, cada uno. 
 
Acuerdo 040 de 2010 mantuvo similares valores, dado en el artículo 220, como 
fueron: 
 
1. Inhumación y / o Exhumación de cadáveres en tierra: uno y medio (1.5) salarios 
mínimos legales diarios. 
2. Utilización de Anfiteatro (morgue): dos (2) salarios mínimos legales diarios. 
3. Traslado de cadáveres realizados por las funerarias a cementerios de la ciudad 
de Cúcuta y a otros municipios: tres (3) salarios mínimos legales diarios 
4. Servicio Fúnebre Integral prestado por la Funeraria Municipal: tres punto Cinco 
(3.5) salarios mínimos legales Diarios 
 
Tarifas anuales por utilización de bóvedas y/o resteros: 
 
1. Por bóvedas de particulares, el equivalente a un (1) de salario mínimo legal diario, 
cada una. 
2. Por resteros de particulares, el equivalente a un medio (1/2) de salario mínimo 
legal diario, cada uno. 
3. Por bóvedas de sindicatos, entidades de beneficencia y entes sin ánimo de lucro, 
el equivalente a un (1) salario mínimo legal diario, cada una. 
4. Por resteros de sindicatos, entidades de beneficencia y entes sin ánimo de lucro, 
el equivalente a un medio (1/2) de salario mínimo legal diario, cada uno. 
 
       Y en el Acuerdo 040 solo hace una aclaración sencilla dado en el parágrafo 2 y 3 
como fue: “La tasa por recaudo en la prestación de servicios fúnebres y otros será 
destinada al embellecimiento, mantenimiento y restauración del cementerio central. 
La Secretaría de Hacienda, en conjunto con la Secretaría de Convivencia Ciudadana 






      Por eso se dice que carece de cualquier argumentación jurídica porque no tiene 
presente ninguna ley, decreto que lo ampare lo hecho en el año 2012 – 2013 en la 
ciudad de San José de Cúcuta.  
 
      Aunque los expertos de las funerarias manifiesta que cada empresa funeraria  
paga grande sumas de dinero en impuestos, en capacitaciones, en herramientas de 
trabajo, al igual que los protocolos de seguimiento y actualmente en la preservación 
del medio ambiente.   
 
Destinación de los recursos de la tasa por servicios fúnebres en Cúcuta 
 
El Acuerdo 040 de 2010 en su artículo 220 existen cobros similares al acuerdo 
anterior, se encuentra adicional en el presente artículo el de Inhumación y 
Exhumación que tenía un cobro en los años anteriores de 1.5 salarios mínimo y con 
éste Acuerdo paso a 2 salarios mínimo y se manifestó en el parágrafo que se destinó 
ese pequeño aumento para el “mantenimiento, embellecimiento y restauración del 
Cementerio Central” en la ciudad de San José de Cúcuta y adiciona que el control lo 
ejercerá la Secretaría de Hacienda, junto con la Convivencia Ciudadana en la ciudad 
de San José de Cúcuta.  
 
     Es la única parte del Estatuto Tributario de la ciudad de San José de Cúcuta 
donde se habló de la tasa que hace en mención la presente investigación y que de 
acuerdo a lo manifestado por los expertos de las diferentes funerarias de la ciudad 
de San José de Cúcuta manifiesto que puede ser considerado inconstitucional 
porque no existe evidencia que en las grandes ciudades del Estado colombiano se 
haya cobrado ésta misma tasa.  
 
       Claro que para los expertos consultados de las diferentes empresas funerarias 
manifiesta que hasta el momento y no se cree que exista ninguna clase de demanda, 
porque muchos desconocieron la tasa, especialmente los usuarios que terminaron 










Actualmente las empresas funerarias tanto nacional e internacional son 
establecimientos destinados como funciones principales para atender las 
necesidades asociadas con la muerte del ser humano en lo que respecta a los 
servicios de previsión, venta de ataúdes, traslado y arreglo de fallecidos, velación, 
exequias, inhumación y/o cremación, que por lo general su servicio se extiende las 
24 horas del día y todos 365 días. 
 
      De acuerdo a la historia, se dice que los servicios funerarios inicialmente 
surgieron como empresas familiares y organizaciones que se encargaban solo de 
vender el cofre, junto con un lote de terreno o una bóveda en un cementerio para el 
destino final del fallecido, hoy  se han convertido como un sector dinámico, 
competitivo y alto crecimiento. 
 
      Los servicios exequiales que se ofrece actualmente viene desde la previsión, 
también se ofrece asesoría jurídica y religiosa, orientación psicológica con 
especialidad  en la infancia, gerontes y todas las personas para el núcleo familiar del 
fallecido. Este es un nuevo enfoque filosófico en materia de asesoría y logística 
integral de los servicios que prestan, dándole mayor fortalecimiento competitivo en 
las áreas gerenciales, administrativas y comerciales. También con tecnología de 
punta en la preparación del fallecido, con técnicas tanatoprácticas que tienen como 
fin dar una apariencia natural y que mengüe en parte el dolor de la familia. 
 
     Cabe destacar que el sector funerario en Colombia se encuentra a la vanguardia 
a nivel latinoamericano tanto en la prestación de servicios exequiales, 
acompañamiento o cortejo fúnebre, como en la realización de técnicas de 
preservación de cuerpos. Según Bedoya (2015) “Lo anterior basados en que se 





se favoreció el cuidado del medio ambiente y de la salud pública y se garantizó una 
buena presentación por medio de prácticas de tanatoestética y restauración”. 
 
Presentación de los servicios 
  
Hoy en día, las empresas funerarias ofrecen diversos servicios y productos tanto 
para aquellos que presenta una necesidad inmediata de un familiar que fallece, como 
a quienes desean prever dicho evento; ofreciendo planes y servicios que se adaptan 
a todas las necesidades y presupuestos de los clientes.  
 
      Para quienes deseen decidir con anterioridad existen diferentes opciones; según 
Bedoya (2015) “la primera y más popular actualmente, es la compra de un plan de 
previsión exequial. A través de este servicio, la persona y cierto número de 
beneficiarios, tendrán cubrimiento tanto de los servicios funerarios como de la 
disposición final del cuerpo, de acuerdo a lo establecido en el plan elegido y la 
empresa prestadora del servicio”. 
 
       Así, podrá escoger los servicios funerarios que presentan las diferentes 
organizaciones, como son las salas de velación, novenarios, homilías, clase de cofre, 
entre otros; y en cuanto a la disposición final del cuerpo, podrá escoger entre 
inhumaciones tradicionales o cremación. 
 
      Cabe destacar que la inhumación tradicional, los diferentes planes cubren el 
arrendamiento de un lote por cuatro o cinco años (a menos de que se tenga uno 
propio), tras los cuales se realizará la exhumación y cremación de los restos, los 
cuales quedarán en manos de la familia y ellos podrán elegir entre diferentes formas 
de disposición. 
     En cambio, si  el cliente o usuario escoge la cremación, los restos serán 
entregados en una urna a los familiares que podrán disponer de ellos en cualquiera 
de las siguientes formas: entierro ecológico, osarios, cenizarios, urnas para 







      Otra forma de prever este tipo de sucesos es comprar un lote, bóveda, cenizario 
u osario en cementerios o iglesias, según corresponda la disposición final del cuerpo 
y asumir los gastos funerarios que se generan en el momento del evento. 
 
Figura 1. Prestación de los servicios 
 
Servicio de recogida del fallecido 
 
 
Realización de trámites y eclesiástico 
 
 
Suministro de cofre 
 
 
Preparación del fallecido 
 
 
Arreglos florales, cintas, libros recordatorios y tarjetas 
 
 






Inhumación  Cremación 
 
Fuente: Lady Ramirez, enero 2016 
 
 
      A continuación se describen con mayor amplitud y precisión los diferentes 
productos y servicios del sector, incluyendo algunas tendencias internacionales que 








Servicio de Recogida o traslado del fallecido.  
 
La funeraria con el coche fúnebre procede a retirar el fallecido de la casa, 
hospital, hogar geriátrico o medicina legal, previa autorización de la familia o 
allegados, con el fin de ser trasladado al lugar donde se va a realizar el proceso de 
preservación. También se da en ocasiones que el fallecido debe ser reclamado en el 
aeropuerto o a otra empresa funeraria. Del mismo modo aplica y según los requisitos 




Realización de trámites civiles y eclesiásticos.  
 
La funeraria, por lo general, se encarga de hacer los tramites civiles como 
cambio del certificado de defunción por la licencia de inhumación o cremación, el 
registro en notaria de la defunción, además de la solicitud de las honras fúnebres 
tanto en la iglesia como en el cementerio. 
 
      Según Bedoya (2015) “Para casos de repatriación de cuerpos, se presta el 
servicio de trámites en consulados o embajadas, conjuntamente con la expedición de 
cartas para garantizar confiabilidad a las autoridades y personal de aerolíneas”. 
 
 
      
Suministro de cofres.  
 
Consiste en ofrecer al cliente un cofre que cumpla con su gusto y las 
características del fallecido (peso, estatura, edad). 
 
      Las empresas funerarias, ofrecen a los usuarios gran variedad de estilos de cajas 





plan en previsión adquirido y la capacidad económica que le permita pagar un 
excedente o la totalidad del valor del ataúd. 
 
 
Preparación del fallecido.  
 
El servicio de preparación del fallecido está implícito en los planes de previsión 
y prenecesidad que ofrecen las funerarias del país; sin embargo se realiza 
dependiendo de la decisión del cliente, teniendo en cuenta sus creencias religiosas y 
en muchas ocasiones por el tiempo que se tenga entre el traslado del fallecido y la 
exposición en velación o destino final. Se espera que esta situación cambie en los 
próximos años por razón del conocimiento adquirido y promocionado con respecto a 
la bioseguridad, salud pública y cuidado del medio ambiente. 
 
 
Sala de Velación.  
 
Debido a la disminución en la realización de velaciones en casa, muchas 
empresas funerarias y parques cementerios ofrecen los servicios de salas de 
velación a otras funerarias. Este servicio es contratado según la comodidad del 
cliente, como cercanía al hogar o punto medio para el encuentro de los familiares. Se 
trata de un espacio cómodo, decorado para el recogimiento y acompañamiento del 
difunto y sus familiares, acondicionado según el clima regional para permanecer allí 




Es la acción de enterrar un fallecido en bóvedas o lotes de tierra según el 
cementerio. Este servicio también es opcional y según la elección del cliente o las 










La cremación es el proceso de incineración del fallecido, con el fin de reducirlo 
a cenizas. Este servicio, que es externo, otorga un certificado de cremación que por 
lo general es complementado con la entrega de los restos en el lugar que disponga el 
cliente. 
 
Arreglos florales, cintas, libros recordatorios y tarjetas.  
 
Estos servicios son ofrecidos por la funeraria con el fin de complementar el 
proceso exequial y darle solemnidad y tranquilidad necesaria del momento. Los 
arreglos florales son ramos elaborados generalmente según el gusto de los deudos o 
según los estilos apropiados para el tipo de ceremonia. Los libros recordatorios (o de 
firmas) y las tarjetas son medios de comunicación para rememorar a la persona 





Es un grupo de personas que hacen el acompañamiento en una ceremonia 
fúnebre. Puede estar conformada por los mismos familiares o algunas funerarias, lo 
ofrecen como valor agregado con personal uniformado para la ocasión y que además 
se encargan del manejo de los arreglos florales y si es del caso de cargar el cofre a 











      Previsión exequial. Servicio a través del cual se cubre la totalidad de los gastos 
generados por el deceso de la persona tomadora del servicio y/o sus beneficiarios. 
Dichos gastos comprenden el servicio funerario y el destino final del cuerpo; bien sea 
cremación o inhumación en parques cementerios privados, cementerios distritales o 
parroquiales. En cuanto al servicio funerario, incluye la tantaopraxia o arreglo del 
cuerpo, traslado, sala de velación, homilía, trámites legales, carroza fúnebre, cofres, 
arreglos florales, cintas e incluso repatriación o expatriación; todo lo anterior de 
acuerdo a las condiciones del plan y empresa escogidos. 
 
       Lote (tumba) o bóveda en arriendo. A través de ésta opción se tiene la 
posibilidad de realizar el sepelio para luego de cuatro años exhumarlo, cremarlo y 
entregarlo en una urna a la familia que dispondrá de los restos. En caso de que no se 
desee sacar el cuerpo del lote, es posible renovar el contrato de arrendamiento por 2 
o 4 años más. Los familiares pueden depositar las cenizas en osarios, cenizarios, 
llevarlas a casa, optar por un entierro ecológico o enterrarlos en un lote propio. 
Adicionalmente, hoy en día existen opciones poco convencionales para la disposición 
de las cenizas tales como: esparcirlas en montañas, lanzarlas al viento o al mar, 
enviarlas en globos de helio, convertirlas en fuegos artificiales, conservarlas en urnas 
alusivas a las preferencias del difunto5 o para los más sofisticados, enviarlas al 
espacio o convertirlos en diamantes. 
 
      Compra de lote o bóveda. Opción disponible en los cementerios. Bien sea de 
forma previsiva o en el momento del suceso, es posible adquirir lotes sencillos, 
dobles, triples o cuádruples. En el momento de hacer uso del mismo, se cancela 
determinada suma por el entierro y una prima con la cual la institución se 
compromete al mantenimiento de las vías de acceso, y si es el caso, poda general 
del parque o cementerio. Si corresponde, se adicionarán los costos de una 






       Entierros ecológicos. Producto de reciente introducción al mercado 
Latinoamericano que representa un menor impacto ambiental. Consiste en depositar 
las cenizas en urnas biodegradables que podrán ser dispuestas en bosques, ríos, 
mares o playas dispuestos para dicho fin. Con este método y con el pasar del tiempo, 
las cenizas se distribuirán en el terreno en general y por lo tanto no habrá un sitio 
específico para conmemorar al difunto. 
 
      Hidrólisis alcalina. Esta opción actualmente sólo se ofrece en Estados Unidos. 
Se presenta como una forma alternativa a la cremación y al entierro, ya que 
representa un menor impacto en el medio ambiente. Es un método de disposición del 
cadáver en el cual el cuerpo es sumergido en un cilindro de acero inoxidable con 
lejía. 
 
      El proceso deja residuos de hueso, similares a los de la cremación, que después 
son entregados a los familiares mientras que el desecho líquido se vierte en las 
cañerías (dados los respectivos permisos ambientales). 
 
      Cremación. Por medio de este proceso se dispone del cadáver incinerándolo a 
altas temperaturas en un horno crematorio. El horno crematorio es un horno 
industrial con algunas modificaciones que le permite alcanzar temperaturas entre 870 
º y 890ºC el cual desintegra el cuerpo. Las cenizas son entregadas a los familiares 
en una urna y a partir de este momento pueden disponer de ellas a su voluntad. 
Algunos se oponen a este método por generar gases que dañan el medio ambiente. 
 
      Osario. Es el lugar en las iglesias o cementerios que se destina para guardar los 
huesos que se sacan de las sepulturas, aunque en algunas ocasiones también se 
utilizan para las cenizas de varios cuerpos. Generalmente se toman a perpetuidad 







     Cenizarios. Estos pueden ser individuales o familiares y al igual que los osarios 
se pueden contratar a perpetuidad o arrendar por periodos de 10 años. Se 
encuentran disponibles en iglesias, cementerios y parques cementerios. 
 
      Mausoleos. Son las construcciones en forma de monumento de diferentes 
diseños, tamaños y materiales. Se encuentra en los cementerios y permite albergar 
una persona o grupos familiares. 
 
     Show de fuegos artificiales.  Disponible en Estados Unidos y en otros limitados 
lugares del mundo. Consiste en un servicio en el cual se prepara un espectáculo de 
juegos artificiales en el cual se utilizan las cenizas del difunto para ser esparcidas en 
el lugar escogido. 
 
Descripción del ciclo del servicio 
 
     De Acuerdo al plan Maestro de Cementerios y Servicios en Colombia y en 
especial de la ciudad capital de Bogotá D.C., se identifican cuatro componentes 
esenciales en el ciclo de proceso de los servicios funerarios y de cementerios: 
 
 
     Generación: Corresponde a los diferentes lugares donde se presentan 
fallecimientos, aquí se encuentra la base de la demanda del servicio y es donde se 
inicia el flujo operativo de la prestación del servicio. 
 
      Atención Funeraria: Son servicios previos al destino final del cuerpo e incluye 
trámites legales y/o forenses, tanatopraxia (acondicionamiento sanitario y estético del 
cuerpo), suministro de cajas fúnebres (osarios, cenizarios, ataúdes), salas de 
velación, servicios religiosos, traslado al destino final y servicios conexos como 






       Servicio de Destino Final: Se refiere a la disposición final de los cadáveres 
bien sea en cementerios públicos ó privados ó en parques o jardines cementerios 
privados. Allí se prestan los servicios religiosos, la inhumación en lote, bóveda, 
cenizarios o osarios así como la cremación de cadáveres y restos humanos según 
corresponda. 
 
     Servicio de Culto Post Mortem: Servicio que prestan los cementerios y algunos 
templos de culto a los deudos y dolientes que deseen continuar rindiendo culto a los 
fallecidos. 
 








Servicio de destino final 
 
 
Servicio de culto post mortem 
 






CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
Con la presente investigación se pudo concluir que:  
 
Se identifica en el Acuerdo 040 de 2010 que existen hallazgos de que la tasa 
por prestación de servicios fúnebres generada a favor del municipio en los años   
2012 – 2013 presenta elementos de inconstitucionalidad dado que en su creación 
carece  de los elementos esenciales de la obligación tributaria a nivel municipal y 
nacional., también podemos decir que atenta contra los derechos constitucionales, ya 
que su exigencia se considera inhumano y como consecuencias serán los daños  
morales y patrimoniales en el ser humano. 
 
Se pudo evidenciar que con la entrevista realizada a las principales empresas  
funerarias que la tasa por servicios fúnebres  adoleció de  técnica en su creación, 
aplicación, pago y exigencia. 
 
También se pudo identificar que la destinación de los recursos de la presente 
tasa  según la Secretaría de Hacienda  y Convivencia Ciudadana de la ciudad de 
San José de Cúcuta manifestaron que eran para el mantenimiento, restauración y 
embellecimiento del Cementerio Central, aunque nunca se demostró de manera 
financiera el recaudo y las cuantías realizadas para cada destino que se manifestó 
en el Acuerdo 040 de 2010 en su Artículo  220. 
 
Tampoco ésta tasa fue divulgada por los diferentes medios de comunicación 
para darle claridad a todas las empresas prestadoras de servicios funerarios y a las 
personas que de ellas reciben el servicio  
 
Se recomienda seguir con éstos temas de investigación como la legalidad en 





existe mucha normativa, ni evidencia jurídica que sustente su accionar, pero de esa 
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Anexo A. Entrevista 
 
UNIVERSIDAD LIBRE SECCIONAL CÚCUTA 
FACULTAD DE DERECHO CIENCIA POLÍTICA Y SOCIALES 
ENTREVISTA ADMINISTRADA A DIRECTIVOS EMPRESAS FUNERARIAS 
 
Objetivo: Analizar la legalidad tributaria de la tasa por servicios fúnebres en el 
municipio de San José de Cúcuta en los años 2012 – 2013 
 
Edad:  18 a 25 años__ 26 a 40 años__ 41 a 65 años__ 
Género: Femenino__  Masculino__ 
 
1.  Usted como representante legal de una empresa de servicios fúnebres conoce de 
manera clara la normatividad que rigen éstas organizaciones en Colombia 
____________________________________________________________________
___________________________________________________________________ 
2. La empresa de servicios fúnebres a la que representa realiza capacitación en todo 
lo relacionado a su normatividad vigente 
____________________________________________________________________
___________________________________________________________________ 
3. Sabe Usted de que se trata el Acuerdo 040 del 29 de diciembre del 2010. 
____________________________________________________________________
___________________________________________________________________ 
4. En el Acuerdo 040 de 2010 se habla de una tasa para los servicios funerarios en la 














6. ¿Conoce Usted los destinos que se le dieron en la ciudad de San José de Cúcuta 




7. ¿Considera Usted que si se llegase a comprobar la inconstitucionalidad del 
Acuerdo 040 de 2010, la alcaldía se vería afectada por los cobros realizados en los 
años 2012 – 2013?   
____________________________________________________________________
___________________________________________________________________ 
 
GRACIAS 
 
